Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 19 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑORA SECRETARIA.- La señora Senadora Xavier y los señores Senadores Reinaldo Gargano, José Korzeniak y Manuel 
Núñez han presentado un proyecto de ley denominado: "Ahorro Bancario. Normas para su Protección". 


Por otro lado, se ha recibido una solicitud de audiencia de la Asociación de Ahorristas del Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa informa que oportunamente la Comisión tomará una decisión acerca del régimen de trabajo con 
relación a este proyecto de ley, para cuyo estudio hemos sido convocados en el día de hoy y también, al mismo tiempo, con la 
mencionada iniciativa llamada "Ahorro Bancario" -que consideramos complementaria del anterior proyecto- así como con las 
solicitudes de audiencia realizadas a propósito del análisis de estos proyectos de ley. 


La Comisión de Hacienda integrada con la de Constitución y Legislación ha sido convocada en la mañana de hoy, con la presencia 
también de los señores Legisladores integrantes de estas Comisiones de la Cámara de Representantes, a los efectos de 
informarse sobre el proyecto de ley referido a intermediación financiera y mercado de valores. Ha sido invitado el señor Ministro de 
Economía y Finanzas, a quien ya le ofrecemos el uso de la palabra. 


SEÑOR MINISTRO..- Gracias, señor Presidente. 


Ante todo, decimos que para nosotros es un honor poder informar lo que esté a nuestro alcance sobre esta iniciativa, sin perjuicio 
del hecho de haber realizado algunos contactos informales previos. 


En primer lugar, desearía hacer una breve introducción sobre las circunstancias básicas que hemos considerado. No me refiero a 
toda la historia de la crisis bancaria, sino simplemente al estado de la situación en el momento de tomar la decisión adoptada; esto 
es a fin de poder enmarcar el proyecto. 


Como es sabido, a partir del día 5 de agosto cuatro Bancos fueron suspendidos en su actividad, además de la Cooperativa CAYCU. 
Particularmente, desearía hacer referencia a lo que eso significa para la economía y a por qué, después de numerosas 
consideraciones y análisis, hemos decidido proponer al Poder Legislativo las siguientes opciones: primero, liquidar tres 
instituciones; segundo, constituir una nueva institución a partir de los mejores elementos tanto en materia de crédito como de 
ahorristas, clientes y funcionarios, con las ideas centrales de cubrir una necesidad de la economía y preservar el valor hasta donde 
sea posible. 


¿Por qué adoptamos la decisión de la liquidación? Lo hicimos porque el patrimonio de los tres Bancos a los que nos estamos 
refiriendo, al 30 de junio, podía sintetizarse en un patrimonio negativo; en el caso del Banco Comercial era de U$S 434:000.000, 
mientras que el del Banco Montevideo se ubicaba en U$S 469:000.000 y el del Banco La Caja Obrera en U$S 51:000.000. 
Naturalmente, dentro de estos cálculos se encuentran también las previsiones sobre las carteras, asunto que evoluciona 
constantemente. 


Con el paso del tiempo y en la medida y forma de las señales que se den a los ahorristas, esas previsiones tienden a aumentar, 
porque son en consecuencia y en atención a las normas del Banco Central, lo que hace que en la medida en que un deudor 
empieza a no cumplir con el pago de las cuotas, vaya ascendiendo -o descendiendo, según cómo se lo quiera mirar- hacia las 
categorías cuatro y cinco y, por lo tanto, aumenta la previsión. La simple expresión de estas cifras indica la inviabilidad del 
mantenimiento de estas Instituciones como tales, sumado esto al hecho de que la caída de su presencia individual en lo que refiere 
a los depósitos también las hubiera vuelto inviables en términos de los gastos de funcionamiento que tenían. En su conjunto, estas 
tres Instituciones tienen 1.740 funcionarios y una significativa serie de gastos operativos. 


En segundo término, trataremos de analizar cuál es la presencia de estas Instituciones, y de ahí intentaremos mostrar por qué, a 
nuestro juicio, es necesario no simplemente liquidar, sino constituir una nueva entidad. 


Comenzaremos por señalar algunos indicadores. Ante todo, aclaramos que en este resumen también está incluido el Banco de 
Crédito, pero, de todas maneras, nos sirve a los efectos de ilustrar la situación. La banca suspendida abarca unos 247.000 clientes 
bancarios, lo cual constituye el 32% de la banca privada del país. En lo que tiene que ver con las dependencias, representan el 
42,9% del total de dependencias privadas y, particularmente, tienen el 46,3% de las dependencias o sucursales en el interior del 
país. Si consideráramos la totalidad del sistema, incluyendo al público, igualmente representan el 30,2% de las dependencias. Si 
bien este es un indicador físico, ilustra, sobre todo en el interior de la República, algo que todos conocemos. Además, quiero 
señalar que cuando en este cuadro se habla del interior, se incluyen localidades como Colonia, Punta del Este y Maldonado que 
seguramente, si las extrajéramos de este cálculo, la participación en el resto del interior sería más elevada que un 46%. 


En cuanto a la banca transaccional, es decir lo que normalmente conocemos como tarjetas de crédito, la presencia es más 
relevante aún ya que tienen el 55,5% de la participación del mercado privado; si se incluye el público, de todas formas tienen el 
42,5%. En materia de intermediación de crédito, tienen el 37,3% de la participación del crédito de los Bancos privados, pero si lo 
referimos particularmente a los préstamos a los residentes, tienen el 53,7% de la intermediación privada al sector privado. Si 
incluimos la banca pública, igualmente tienen el 26,7% del total de los préstamos a residentes. Esto se ve, particularmente, en 
algunos sectores ya que si bien en el referido a la agricultura la participación es del 22%, en el de la ganadería alcanza al 66% de 
los préstamos privados. Este impacto refiere a la significación en el sistema de intermediación de la banca suspendida. 


Durante este tiempo en el cual primero se exploró -esto se hizo hasta mediados de setiembre- la posibilidad de encontrar alguna 
solución de capitalización, el Banco de Crédito se separó del camino de los otros tres Bancos porque comenzó una gestión con 
muchas dificultades y con cuatro negociaciones tendientes a buscar una capitalización. En los otros tres casos, los intentos iniciales 
no prosperaron y por eso en el mes de setiembre se hizo un llamado y se encargó a la consultora ING el estudio de las alternativas. 
Esa consultora concluyó, al igual que nosotros, que la opción de simple liquidación era la menos conveniente, y a partir de ese 
momento se hizo un estudio cuya primera fase terminó a fines de octubre. Luego de una serie de ampliaciones y modificaciones se 
entregó en noviembre, proponiendo la creación de una nueva institución tomando lo mejor de las carteras. 


En esos tiempos, señor Presidente, podría haber acontecido que, si la banca estatal o la privada hubieran cubierto este espacio, se 
hubieran expandido. Voy a dar un ejemplo que tal vez no es válido aunque sí ilustrativo; cuando la empresa ONDA no pudo 
funcionar más, al día siguiente decenas de compañías tomaron su lugar y se terminó adjudicando las líneas y los funcionarios, sin 
necesidad de crear una nueva institución porque, reitero, rápidamente las empresas del sector, incluso antes de que esto 
aconteciera, fueron tomando el espacio en el mercado. Lo interesante de este ejemplo no es lo que sucedió con esta empresa sino 
la actitud de un conjunto de compañías que rápidamente, inclusive cuando ONDA -que llegó a tener el 80% del mercado- comenzó 
a declinar, fueron tomando ese espacio. 


Esta no es la circunstancia actual ya que ni el Banco de la República ni la banca privada se han expandido; no lo han hecho en 
términos de intermediación financiera -particularmente hago referencia a la banca privada- e, inclusive, diría que ha habido hasta 
un cierto grado de retracción. 


En cuanto a la banca transaccional, esto tampoco sucedió y el Estado preservó la presencia de estos Bancos para mantener el 
valor -no sin algún esfuezo excepcional para mantener el funcionamiento, particularmente en el caso del Banco Comercial- de este 
tipo de administración de crédito. 


En función de todas estas circunstancias, vemos que en cuatro meses el Banco Central solamente recibió una solicitud para abrir 
un minibanco con dos funcionarios en Salto. Esta es toda la expansión que podemos medir en términos físicos, que coincide con la 
de intermediación. Por lo tanto, uno supone que sigue habiendo un lugar menor al que ocupaban anteriormente estos Bancos, 
porque hoy el mercado es más restringido, con menos depósitos y muchas menos cosas, que valdría la pena complementar. 
Además, normalmente se entiende que una liquidación bien hecha, en el resto del mundo, preserva el 15% o el 20% del valor, pero 
en el Uruguay el porcentaje generalmente es menor y provoca una presión significativa sobre el deudor. 


Es por eso, señor Presidente, que nos hemos visto inclinados a tratar de generar una administración bancaria de estas carteras, 
con el buen propósito de hacer una administración prudente desde el punto de vista del deudor y de rescatar el máximo valor. 
Ambas cosas van tomadas de la mano: lo que podamos llegar a complementar a los ahorristas va de la mano de la conducta de los 
deudores, de los tiempos y de la eficacia. Por lo tanto, cuando uno expresa que aspira a preservar el mayor valor posible para los 
ahorristas, lo hace sobre la base de que haya un mantenimiento de las reglas de juego en materia de deudores, que éstos tengan 
una conducta razonable y que se haga una administración eficaz. De lo contrario, naturalmente, el patrimonio decae, aunque en 
cualquier caso, a nuestro juicio y según las experiencias que hay en el mundo, lo hará en menor grado que bajo la hipótesis de la 
liquidación. 


En mercados donde los procesos de liquidación son fulminantes, muy rápidos, cuando ocurre el "default" de una empresa, es 
normal cotizar sus papeles en el 15%; en el sistema uruguayo, los procesos de liquidación duran años y la experiencia es que se 
rescata poco y nada del valor, porque a pesar de tener muchas garantías, son extremadamente largos y complejos. Es por estas 
consideraciones, señor Presidente, que se optó por decir que sería razonable constituir una licencia bancaria y trasmitirle aquellos 
activos de mejor condición, para generar lo que los señores Senadores ya conocen -es público, lo tienen acá y, en consecuencia, 
no voy a abundar mucho en el tema- que es una nueva licencia de banco. 


Los valores últimos se sabrán el día que estemos en condiciones de armar este banco. Para serles francos, en menos de un mes 
hemos recibido seis informes distintos, porque en la medida en que se actualiza la información de las carteras, va decayendo el 
valor. Naturalmente, hubo una presión muy fuerte a propósito de no precipitar una ejecución masiva de los deudores de los Bancos 
que estaban suspendidos; les solicitamos que no procedieran a ejecutar, y esa es una herramienta que dificulta. Además, como son 
Bancos suspendidos, no tienen la entera libertad de buscar renegociaciones con sus deudores. Todo esto, entonces, es muy 
complejo ya que, por más que cuentan con la supervisión del Banco Central, no tienen una plena marcha, y el Banco Central tiene 
dificultades para darles mucha libertad para renegociar. De cualquier manera, esta semana estamos ampliando esas facultades, 
porque ante la posibilidad de que la cartera siga cayendo en calidad, asumimos algún riesgo más habilitando renegociaciones con 
los deudores. 


Nada de esto es sencillo. No hay precedentes ni un manual para seguir. Estamos marchando por nuestro propio camino. En el error 
o en el acierto, tratamos de tomar los mejores consejos posibles, sin que haya ninguna certeza, pero siempre con la idea de que la 
alternativa es bastante peor. Lo más cierto, repito, es que la alternativa es más conocida y, seguramente, peor. Esto es lo que ha 
ido enfocando nuestro planteo. 


Como todo esto es bastante conocido, me interesaba principalmente dar a los señores Senadores las cifras estadísticas relativas a 
estos aspectos. Ahora, si la Comisión lo autoriza, me gustaría explicar el formato del proyecto de ley e irlo vinculando a esta muy 
somera presentación, que no he querido alargar porque el resto de la información ya está en conocimiento de los señores 
Legisladores, sin perjuicio de todas las ampliaciones que entiendan del caso solicitar. Quisiera, entonces, ir refiriendo esta 
introducción al proyecto de ley, para poder avanzar de la manera más ordenada posible. 


El proyecto que hemos presentado tiene, claramente, tres o cuatro partes bien diferentes. En primer lugar, no se inicia con las 
normas de coyuntura, sino con una propuesta de normas permanentes de fortalecimiento de la supervisión del Banco Central, 
muchas de las cuales no tienen una relación directa con la solución concreta de la situación de los Bancos suspendidos, aunque 
algunas de ellas sí. Básicamente, pues, son perfeccionamientos de una normativa, como suele acontecer a la luz de las 
experiencias. 


El Capítulo Il contiene normas donde se aumentan y perfeccionan las facultades que ya tenía el Banco Central como liquidador de 
sociedades de intermediación financiera. Allí hay mayor cantidad de normas vinculadas directamente con el procedimiento que 


deseamos estructurar y que me voy a permitir resumir rápidamente. 


En el Capítulo lll encontramos disposiciones particulares referidas a la circunstancia en que se inscriben estas normas y esta 
situación de los Bancos. 


Por último, señor Presidente, además de una serie de normas relativas a Derecho Comercial, vamos a encontrar al final algunas 
disposiciones relativas a la regulación del mercado de valores. 


Diría que hay un contexto de normas de supervisión del Banco Central y un conjunto de disposiciones de supervisión del mercado 
de valores, que también se refieren al Banco Central porque, para bien o para mal, hemos acumulado gran cantidad de situaciones 
que, en el Derecho Comparado, a veces están configuradas en entidades diferentes. En algunos países, la supervisión es un 
instituto aparte; la supervisión del mercado de valores, de los seguros o de las AFAPs, son instituciones diferentes. Las funciones 
propias del Banco Central no necesariamente coinciden siempre; en alguna oportunidad, inclusive, puede haber contraposición de 
responsabilidades. Su condición de prestamista de última instancia, de regulador monetario y demás, hizo que en muchos países 
se haya optado por separarlo. Sin embargo, la dimensión del nuestro es un elemento que nos ha llevado en todos estos años - 
muchos de los aquí presentes hemos participado en las leyes que han ido configurando la actual situación- a conjuntarlos en el 
Banco Central. 


Si el señor Presidente está de acuerdo, me gustaría dar una breve explicación de cómo funcionaría el mecanismo, aun a riesgo de 
aburrirlos, ya que a muchos de los señores Senadores ya se los he detallado. Si le parece un buen procedimiento, antes de entrar 
al articulado quedaría a las órdenes de la Comisión para responder cualquier consulta que se desee formular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Después de algunas apreciaciones del señor Ministro sobre los distintos Capítulos componentes del 
proyecto, creo, obviamente, que deberíamos dar a los señores Senadores y a los señores Representantes invitados, la posibilidad 
de formular preguntas, y recién en una tercera instancia ingresaríamos a la consideración particular del proyecto de ley. 


Puede continuar el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Entrando directamente al conjunto de normas que refieren a la solución concreta de los Bancos suspendidos, 
diré que la mecánica que se plantea es, en primer lugar, mantener al Banco Central como liquidador, aunque con algunas 
modificaciones; acelerar los procedimientos, y plantear que en el mismo acto que dispone la liquidación de esos tres Bancos, se 
cree una figura nueva -que se crea, precisamente, mediante este proyecto de ley- que son fondos de recuperación de activos, que 
se regularán de la misma manera que los de inversión. En ese mismo acto, siempre bajo la órbita del Banco Central, se dispone la 
liquidación, se crean los fondos y se trasmite la totalidad de los activos que estén registrados o computados en la contabilidad de 
estos Bancos, debidamente apreciada y controlada, repito, por el Banco Central. 


A su vez, los acreedores de estos Bancos, que figuren como tales según esa misma contabilidad, a prorrata de sus haberes se 
convierten en cuotapartistas de ese fondo de recuperación de activos. Aquí se aprecia un primer matiz: el Estado tiene preferencias 
-esto es, prenda de crédito o algunos valores- no por todo pero sí por parte de su asistencia y ayuda, y en algunos casos y en estos 
tiempos la hará valer para ir cobrándose alguno de los haberes; sin embargo, en lo grueso plantea renunciarlos a favor de que la 
prorrata se haga estrictamente por el monto de los créditos de los acreedores, aun cuando antes de la liquidación el Estado haya 
hecho valer en algún caso esa preferencia. Aclaremos que estamos hablando de los acreedores que surgen de esa contabilidad, y 
no de aquellos que sin surgir de ella, en el día de mañana o dentro de diez años puedan hacer valer algún derecho. ¿Cuál es el 
propósito? El de hacer una distribución más razonable, a nuestro juicio, de esas cuota partes. De lo contrario, de acuerdo con las 
normas vigentes, el acreedor preferente no concursa, o participa de la misma liquidación con el quirografario y, por lo tanto, hace 
valer su crédito y se cobra previamente, fuera de concurso. 


En consecuencia, si bien hoy el Estado está para resguardar activos valiosos, necesarios para satisfacer parte de los créditos, ante 
la hipótesis de que aparezca un nuevo banco, al que hay que capitalizar -para lo que el Estado previamente necesitaría hacer valer 
esa preferencia a fin de hacerse de los elementos imprescindibles para poder capitalizar- si se aprobara el proyecto haríamos las 
cuentas de nuevo y renunciaríamos -excepto en lo que refiere a la capitalización en sí misma- al resto. Para ubicarnos, diré que el 
Estado es acreedor del 40% o 45% del total de los créditos, y si hiciera valer su preferencia, seguramente el resto de los 
acreedores tendría muy poca satisfacción a sus derechos. 


Entonces, se dispone la liquidación, se trasmiten los activos y se constituyen las cuota partes con los pasivos; el liquidador, acorde 
a derecho, mantiene abierta la liquidación, ya que es posible que terceros que no están registrados como acreedores crean tener 
derecho a hacerlo, por lo que deducirán sus pretensiones y se resolverá conforme a Derecho. En este proyecto de ley hay una 
variante, ya que con el fin de agilitar las cosas se plantea que los recursos no tengan efecto suspensivo, porque de lo contrario 
caeríamos en un proceso de años y no podría funcionar. También se plantea que los recursos que se interpongan sean tratados a 
través del agotamiento del acto administrativo y su posterior remisión al Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Al administrador -ya no hablo del liquidador- de cada fondo de liquidación o de recuperación de activos -que habrá uno por 
institución bancaria, porque la prorrata en cada una es diferente porque resulta de la relación entre activos y pasivos y, por lo tanto, 
los derechos de cada acreedor se van a medir de acuerdo con esa circunstancia- se le planteará la posibilidad de ofrecerle al 
mercado universalidades, es decir, conjuntos de activos líquidos -por ejemplo bonos soberanos- y activos corrientes -normalmente 
préstamos, inmuebles- sobre una base no demasiado usual en operaciones bancarias, en las que generalmente hay un debido 
proceso de análisis de cartera que lleva mucho tiempo y una mecánica posterior de pasivos ocultos que después da lugar a ajustes 
y reclamos. Aquí la idea es lograr un procedimiento mucho más expeditivo: teniendo en cuenta su estado actual, se fijaría una base 
sobre la cual se oferte al mercado. Si pensáramos en el estado de la cartera actual, con el deterioro que tiene hasta ahora -el que 
esperamos mejorar con las medidas que acabamos de tomar- el conjunto de activos sería menor al que hemos estado manejando 
hace diez días; pero si se recupera -como esperamos- la caída del último o de los dos últimos meses -que básicamente es de 
carácter contable administrativo, porque los créditos que no eran malos, ahora han pasado a ser de baja categoría en función de 
que no han pagado las últimas cuotas- estaríamos hablando de un contexto de mil y pocos millones de dólares. En cualquier caso, 
no parece que exista posibilidad o interés en que en el sistema bancario local se aumente esa cifra de exposición o inversión, ni 
cercanamente. Eso determina la necesidad -se considera claramente que sería lo más probable- de generar esa licencia nueva. 


¿Cómo es la licencia? El Estado genera una sociedad de intermediación financiera, cumpliendo con el capital mínimo de 
U$S 4:000.000. Es probable que después le trasmita parte de las acreencias o cobros -que en estos tiempos haría con cargo a su 
preferencia- con el fin de capitalizarlo; ese banco es el que, en definitiva, estaría participando en esta subasta por la base. Si 
alguien ofrece más de la base no sería necesario este nuevo banco, pero es poco probable. Hemos propuesto -no sin dudas- que 
la titularidad de esas acciones estén en la Corporación Nacional para el Desarrollo, porque ha sido un procedimiento utilizado 
normalmente y porque, además, el Estado central no puede serlo, en función de la lentitud y pesadez de sus mecanismos. 


Es notorio que sobre el tema han surgido comentarios, pero estos serán parte de las conversaciones que se lleven a cabo sobre 
este proyecto de ley. 


Sobre esas bases, el banco participa en la subasta entregando certificados de depósitos, de entre uno y cuatro años de plazo, y 
algunas acciones preferidas. El detalle exacto se sabrá el día que esto esté operativo y, en función del estado de las carteras, eso 
será mayor o menor. 


El segundo aspecto que plantea este proyecto de ley es la autorización para que el Estado, que va a recibir un 40% en promedio de 
esos créditos contra el nuevo banco, pueda hacer la subrogación con los ahorristas que van a recibir a prorrata parte de esos 
certificados y que, por el resto de su crédito, siguen teniendo una cuota parte contra el resto de los activos -la parte que no se 
ofertó- que son los de más baja calidad. Estos activos de más baja calidad están entre U$S 600:000.000 y U$S 700:000.000 
nominales; naturalmente, con las previsiones del caso, su valor por libros es, por decir algo, la mitad, aunque no vale la pena 
manejar mucho estas cifras porque todos los días van teniendo pequeñas variaciones en función de la conducta de los acreedores 
y de los deudores. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Cuál es el monto total de las carteras? 


SEÑOR MINISTRO.- Después le podré suministrar la información con más detalle, pero aproximadamente está en los 
U$S 1.700:000.000 nominales. Aclaro que no estoy incluyendo en esta cifra algún crédito que está castigado al 100% y cuya 
existencia es casi efímera. A su vez, el total de pasivos de los tres Bancos está en los U$S 2.200:000.000. Para hacer compatibles 
las cifras por libros con las primeras que les di -que eran de U$S 400:000.000 de patrimonio negativo para los Bancos Montevideo 
y Comercial- debo señalar que esos U$S 1.700:000.000 nominales ya tenían a ese momento un previsionamiento del orden de los 
U$S 250:000.000 o U$S 300:000.000. De manera que el nominal menos las previsiones da unos U$S 1.400:000.000 y de ahí al 
pasivo están los algo más de U$S 800:000.000 que constituyen el patrimonio negativo, constituido por U$S 400:000.000 del Banco 
Montevideo, U$S 400:000.000 del Banco Comercial y U$S 51:000.000 del Banco La Caja Obrera. 


En consecuencia, si de esos U$S 1.700:000.000 tomamos algo más de U$S 1.000:000.000 para activos buenos, nos quedan unos 
U$S 690:000.000 de activos Categorías 5 y 4 que, menos previsiones, podemos estimar que son poco más de U$S 300:000.000. 


Cada ahorrista va a recibir un porcentaje que podrá estar entre el 25% y el 40%, según el banco, y estos porcentajes varían porque 
si los activos buenos que van al banco nuevo son algo menos, porque la cartera está más castigada, el porcentaje de prorrata de 
esos ahorristas cae en cuanto a los activos buenos y aumenta en cuanto a los activos de menor calidad. Es decir: los activos 
siempre son los mismos; el problema es que si hay U$S 1.200:000.000 que están en buen estado, mejora la prorrata de activos 
buenos, y si se empeora en U$S 200:000.000, no se trata de que hayan desaparecido, pero tendríamos U$S 1.000:000.000 de 
activos buenos -lo que da una prorrata más chica- y una mayor participación en activos de segunda categoría. De ahí que se 
plantee la posibilidad de que se autorice que el Estado subrogue esa cuota parte que se queda el ahorrista por el saldo de sus 
créditos contra los créditos de peor categoría; es decir, el Estado canjearía el papel por los activos buenos que recibió por la cuota 
parte del ahorrista contra activos de peor categoría, a ver si logra complementarlo. 


¿Por qué en ningún momento hemos podido afirmar que en todos los casos vamos a llegar al 100%? Porque eso depende de la 
calidad de los activos, de los tiempos y de la eficacia de la nueva institución. Si hubiera una gran eficacia y tiempos breves, y si se 
pudiera recuperar bastante, nos vamos a acercar mucho a que esta subrogación llegue al 100%; pero si miráramos la cartera al día 
de hoy, no estaríamos llegando al 100% en todos los casos. Por eso se pide esta autorización, para tratar de llegar con el pequeño 
y mediano ahorrista al 100% y con el gran ahorrista a lo que se pueda, lo cual no quiere decir que por lo que no se pueda no va a 
tener nada: va a tener un papel, una cuota parte, contra los activos de peor calidad. 


SEÑOR NUÑEZ.- El Estado estaría renunciando a la preferencia en pos de todos los acreedores y luego pide autorización, a través 
de este proyecto de ley, para subrogar a los ahorristas. La pregunta es si existe algún tipo de discriminación con respecto a los 
ahorristas. 


SEÑOR MINISTRO.- El pedido de autorización es por los depositantes, porque de lo contrario no dan las cifras. Es más: estamos 
diciendo que aun para llegar a los depositantes en todos los casos, estamos restringidos. El resto de los acreedores tiene derecho 
a Una prorrata, que es mucho mejor que si van a la liquidación, porque el conjunto de activos está defendido de mejor manera. Es 
decir: una posibilidad es optar por la prorrata, que no se le complemente a nadie y que el Estado lleve la peor parte; pero nosotros 
sentimos que la circunstancia de cuidar del depositante merece hacer un esfuerzo, y es lo que se plantea. Estamos viendo si 
podemos llegar al 100% en estos casos, aunque sea con acciones preferidas, etcétera, pero esto dependerá, insisto, de qué 
tiempos estemos manejando y cuál sea el éxito que vayan teniendo los Bancos en estos tiempos. Esto no quiere decir que por lo 
que no se complemente no vayan a cobrar nada, porque van a tener una cuota parte y algo van a rescatar, y tampoco quiere decir 
que el Estado, al ceder su prioridad, no vaya a cobrar nada, porque va a tener un 45% de las cuota partes que tiene sobre los 
activos de peor calidad y va a tener, por subrogación, casi otro tanto de parte de los depositantes. Entonces, va a tener algo así 
como el 70% de un fondo que tiene un nominal de U$S 600:000.000 y un valor por libros -el nominal menos las previsiones- de 
más de U$S 300:000.000. 


Esta es, entonces, la arquitectura de funcionamiento tan justa que tenemos hoy, y son las decisiones básicas, porque hay una 
propuesta que es acorde con los números que están planteados. 


SEÑOR HEBER.- Queda claro, entonces, que existe una consideración diferente por parte de los acreedores. Ahora bien; me 
pareció escuchar que el señor Ministro dijo que dentro de los depositantes podría también haber una categorización o 
diferenciación. ¿Esto es así? 


SEÑOR MINISTRO.- Cuando empezamos con el tratamiento de este proyecto, la aspiración de la Administración era llegar al 
100%. Entonces, como esto no depende de la voluntad de la Administración sino del estado de las carteras, se efectuó otro 
planteo. Se dijo que si no llegamos al 100% en todos los casos, la idea que plantea la Administración -pero es, en definitiva, el 
Parlamento quien decide- es la de procurar complementar a los pequeños y medianos ahorristas, en el caso de los de mayor 
volumen, tomar una mayor proporción de acciones y, llegado el caso, si no da para cubrir el 100%, se les complementará con 
papeles de primera categoría. En definitiva, se complementará ese porcentaje con papeles cuota partes contra los Fondos de 
Recuperación de Activos. La recuperación completa -tal como se me acotaba- no sólo depende del banco sino del buen manejo 
que hagamos de las carteras. 


SEÑOR HEBER.- Simplemente deseo dejar una constancia. En materia de depositantes, antes del 29 de julio, cuando 
evidentemente hubo una corrida de retiros de depósitos en la plaza y una fuga de capitales fuera del país -que son fácilmente 
comprobables- hubo casos en los que, por necesidades de disponibilidad líquida para vivir como consecuencia de las altas tasas 
de interés que se pagaban, depositantes de gran capital dejaron una parte pequeña, a riesgo, depositada en los Bancos de plaza, 
pero la mayor parte la sacaron. Entonces, al día de hoy, si se hace esa discriminación es muy probable que cuando se esté 
considerando al depositante pequeño que tiene poco depósito en los Bancos, se esté teniendo en cuenta en, realidad, a quienes 
tienen mucho capital porque la mayor parte la sacaron y dejaron depositado un poco para poder vivir de los intereses. Tal vez no 
sean todos los casos, pero cuando se empieza con discriminaciones, es muy probable que estas cosas sucedan. 


Quiero dejar esto como constancia porque es algo fácilmente comprobable y que se pudo apreciar en los días previos al 29 de julio. 
Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO.- El proyecto de ley, en materia de derechos, no discrimina sino que resguarda. En este esquema, si no hubiera 
norma, la expectativa de los acreedores de recuperar sería tres veces menor en cualquiera de los casos, por las razones que 
expuse inicialmente. O sea que si algo se discrimina, es a favor de los acreedores. Otra cosa es si el Estado se basa en la 
confiabilidad, ya que no es un tema vinculado a si el depositante es más o menos simpático que el acreedor por la cuenta limpieza, 
el acreedor agente comercio exterior o cualquier otro. No; aquí se trata de considerar si vale la pena hacer un esfuerzo más a 
propósito de generar o apoyar la imagen de que depositar en plaza genera algún grado de tranquilidad. ¿Esto es un valor? 
Nosotros creemos que sí lo es con todo lo discutible que pueda ser. Por eso digo que no se discriminan los acreedores pero sí se 
hace un esfuerzo en aras de ese principio. 


SEÑOR COURIEL.- Quiero realizar algunas consultas puesto que no he comprendido muy bien lo que aquí se ha dicho. 


Según entendí, se diferencian activos buenos de aquellos más débiles. Entonces, sobre los activos buenos que van a pasar al 
nuevo banco, hay una prorrata a los ahorristas y el Estado va a atender a los depositantes y no a los tenedores de bonos. Por lo 
tanto me pregunto: ¿qué pasa con las carteras que no son buenas? ¿En manos de quién van a quedar y cómo se le va a dar la 
prorrata? 


Por otro lado, el señor Ministro dice que a unos ahorristas se les podrá dar el 100% y a otros menos. ¿Quién lo decide y con qué 
criterio? 


Y, por último, en la medida en que la prorrata da, por ejemplo, un 40%, el 60% restante se va a dar en papeles, y entonces quisiera 
saber si estos serán exclusivamente acciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sé si al señor Ministro le resta mucho para culminar su exposición pero sugiero a los integrantes de la 
Comisión la posibilidad de que, luego de contestadas estas preguntas, el señor Ministro culmine con lo que tiene para informarnos 
y después sí se le hagan las preguntas del caso, ya que considero pertinente tener una visión en conjunto del tema. Es sólo una 
sugerencia metodológica a los efectos de aprovechar más el tiempo. 


SEÑOR MINISTRO.- En primer lugar -pido disculpas al señor Senador Couriel por si olvido contestar alguna de las preguntas- en 
cuanto a quién decide y cuál es el mecanismo, voy a procurar repasarlo despacio a los efectos de ser claro. 


El día que se hace la oferta pública, el nuevo banco ofrece certificados de depósito. El Administrador de cada Fondo recibe estos 
certificados de depósito, en función de los activos que había vendido cada Fondo. Serán más o menos, dependiendo del banco, es 
decir, si estamos hablando del Banco Comercial, del Banco Montevideo o del Banco La Caja Obrera. Entonces, el liquidador 
procede a distribuirlo según las cuota partes que tiene cada uno, y cada uno las tiene en función de la prorrata estricta de su 
capital. Es ahí cuando cada empresa o persona recibe su certificado de depósito. Sigue teniendo la cuota parte correspondiente de 
los activos que no se ofrecieron a la venta, es decir, los previsionados u otro tipo ya que, por ejemplo, no todos los activos de 
bienes inmuebles se van a presentar en universalidad. Tal vez el administrador entiende prudente, por ejemplo, no ofrecer todas las 
tarjetas, pues de repente hay algunas que son las principales y otras que son secundarias, que no valen la pena. Por lo tanto, 
piensa que pueden ser ofertadas por separado o por cinco o seis agencias, porque sabe que en el mercado hay demanda y vale la 
pena ofertarlas por separado, en pequeños lotes, ya que eso lleva a una mejor recuperación. 


Entones, un ahorrista equis recibe un certificado de depósito que podrá ser por 25%, 30%, 35%, 40% o 45% de su nómina, según 
el banco. Si recuperamos más activos, a lo máximo que se puede llegar es a un 50%, si hay más activos buenos. 


En la segunda fase el Estado dice que, en función de los criterios explicados -y acá está la respuesta a una de las preguntas- que 
pueden estar en la ley, la idea es que al ahorrista más chico hay que tratar de complementarle el certificado de depósito. De ahí 
para adelante hay que tratar de complementar hasta el 100% el certificado de depósito y, tal vez, alguna acción preferida. Con 
respecto al ahorrista mayor, hay que tratar de que llegue -tal vez con una mayor proporción de acciones, de certificados de 
depósitos- a un porcentaje en el cual el 100% lo completa conservando una parte de la cuota parte contra los activos. 
Naturalmente, el Estado le canjea al ahorrista su cuota parte. O sea, el Estado le da un certificado de depósito generado por los 
activos "buenos", pero a su vez se queda con la cuota parte que tiene el ahorrista contra los activos de peor calidad. Es probable 
que de los certificados de depósitos que tenía el Estado, que eran de más del 40%, se quede con cero. Seguramente, del capital 
inicial que en parte percibirá previamente por medio del cobro de los intereses, se quede con el capital esencial y con el resto del 


capital haciendo ver la preferencia, y quizás emita acciones preferidas y las utilice para complementar estos depósitos, teniendo a 
su vez una mayor participación en este Fondo de Recuperación. 


De esta manera, nacería el Banco y, desde el punto de vista físico, la gente va a sentir que se convierte en ahorrista, a pesar de 
que este procedimiento es muy complejo. Para que no haya dudas, quiero aclarar que hay una oferta pública y que esta es la única 
solución. Digo esto porque de repente aparece alguien en contra de todo, y si es así no necesitamos un banco nuevo. Quiero 
decirles que hay una oferta pública de mercado y por lo tanto el valor puede ser discutible o no, porque siempre en materia de 
Bancos, los procesos de determinado valor son largos, complejos, opinables y generalmente el que vende siempre pierde porque 
aparece el pasivo oculto, y esto se discute mucho. En cambio, dicho de esta manera consiste en tomarlo o dejarlo. Según este 
informe es así, sin derecho a reclamo posterior. Es muy complejo, pero da ese tipo de seguridad jurídica. O sea, permite tener la 
prueba de mercado con respecto a que esta es la solución y que ese es el valor. De lo contrario, si alguien opina que vale más 
porque vale la pena quedarse con eso, entonces que oferte y se acaba la discusión. 


En consecuencia, desde el punto de vista físico, el ahorrista va a pertenecer a este nuevo banco. Para simplificar la explicación, 
éste es un nuevo Banco Comercial con una red física más chica y, en definitiva, el ahorrista va a sentir en la práctica que es 
transferido con cierta proporción de depósitos o acciones preferidas, salvo algunas de mayor volumen. Si se acepta esta tesis, 
quedaría así. 


Los obligacionistas por su prorrata quedan transferidos a una situación distinta a la que tienen, o sea con menor valor pero con 
papeles más cortos que los que tenía, y siguen participando igual que los otros acreedores de papeles de cuota partes respecto a 
los activos de peor calidad. 


¿Cómo se administran los fondos de liquidación? La idea no es generar enormes estructuras de personal para administrar esto, 
sino ofrecerlos en el mercado para su administración y no para ser comprados, porque no tienen comprador. Ningún banco quiere 
comprar activos que tenga que previsionar, porque es muy caro. En el caso de los activos de categoría 5, que hay que 
previsionarlos al 100%, el banco debe inmovilizar otro tanto. Entonces, lo que vamos a hacer es licitar la administración porque, 
insisto, la idea no es exagerar la presión sobre el deudor, pero tampoco dar la señal de que el pago es voluntario. Procuraremos, en 
esa mecánica, una administración prudente de la cartera. El Estado va a ser el principal acreedor por una cierta proporción, e 
incluso, en algunos casos, va a aceptar bonos soberanos para ayudar a cancelar. Es decir, la idea es buscar mecanismos 
prudentes que ayuden al deudor a cumplir con su deuda. No lo vamos a fijar por ley pero, al menos, va a estar presente el principio 
de que es una administración bancaria prudente. 


Existe la posibilidad parcial de aceptar bonos que, como todos sabemos, implican una quita importante en términos del mercado y 
no del Estado, que permite ayudar a cumplir a estos pasivos de peor condición. Esto, seguramente, va a permitir rescatar el estado 
de valor de su propia deuda, que tarde o temprano va a pagar. 


Es decir que la administración de las normas que el administrador del Fondo dicte podrá ser realizada por el nuevo banco o 
cualquier banco de plaza. En principio, si estamos armando todo este complejo mecanismo, no es para salir al día siguiente a 
ejecutar sino para tratar, en la medida en que también el deudor tenga una actitud de cooperación, de llevar adelante una 
administración prudente. 


Este es un poco el resumen. Los deudores de las mejores categorías pasan al banco nuevo o quedan en el Fondo de 
Administración, pero administrados por un banco, o sea que este Fondo es responsable, y con pocos funcionarios y una simple 
computadora podrán hacer las distribuciones del caso y controlar. Por más que se puede tercerizar, la idea es que sea el propio 
Banco Central y lo que sí se terceriza es la administración de las carteras. Hay algunos activos, como ya dijimos anteriormente, que 
si se puede -y eso es más rentable- se venderán sueltos o serán colocados, incluso, para otros destinos, y lo que no se pueda 
colocar en el sistema bancario se colocará donde sea porque depende del valor. 


SEÑOR COURIEL.- En primer lugar, lo que se cobre de las carteras malas, va a pasar nuevamente a prorrata de los acreedores, 
de los ahorristas. 


En segundo término, voy a realizar esta pregunta porque no capté la respuesta. ¿Qué institución que va a decidir que a unos 
ahorristas le vamos a dar el 100% de pesos o dólares y a otros le vamos a dar -porque son de menores ingresos o menores niveles 
de depósito- una parte menor en moneda y una parte mayor en acciones? ¿Lo decide la ley o alguna institución? ¿Y con qué 
criterios lo decide? Es la misma pregunta que formulé anteriormente. 


SEÑOR MINISTRO.- Lo decide el Estado, en este caso el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo. No hemos querido poner cifras 
porque es muy variable, pero sí dar conceptos y criterios. No tenemos inconveniente en que luego de que el Parlamento realice el 
análisis correspondiente y si, además, hubiera ambiente para darnos estos instrumentos, esto quede claramente acotado. En 
realidad, no tenemos inconvenientes en ese sentido. Es más; hasta es preferible porque para el administrador siempre es complejo. 
Nos pareció prematuro incluirlo en el proyecto inicial, pero a partir de las reflexiones o análisis que se hagan, no tenemos 
inconveniente en que los criterios -tal vez no las cifras, porque es muy difícil manejarlas en un proyecto de ley de relación y 
preferencia- surjan con mayor precisión de parte de la propia ley. Diría que desde nuestro punto de vista es mejor que así sea. Eso 
sería parte del trabajo de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con lo anunciado por el señor Ministro, terminamos esta primera exposición introductoria. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: vamos a entrar en los detalles y, naturalmente, en los artículos que hacen que la mecánica 
explicada por el señor Ministro luego se configure, porque una cosa es la visión que se tiene y otra cada uno de los artículos que 
conforman dicha mecánica, que no es fácil. Ahora bien, entendiendo que el Estado dejaría de tener los créditos preferentes -o sea 
que renunciaría a ellos- y que después en el reparto a prorrata -sea por ley o porque ésta lo faculta- podría decir que está dispuesto 
a quedarse con carteras de peor calidad pero que hasta cierto monto los ahorristas pueden mejorar su recupero en la medida que 
se les va a canjear por la cuota parte de cartera de buena calidad que el Estado tenga, lo que se está tratando de mostrar es que 
ahorrar o depositar en el Uruguay, a pesar de todo, no es tan malo. Pese al aspecto loable que tiene el proyecto, creo que está 
basado en la siguiente mecánica. El Estado puede perder a nivel de su preferencia en los créditos y porcentajes de las mejores 
carteras y en cierta medida cambiarlas por las peores. Más allá de que el nuevo banco tenga ciertas carteras o se dé a administrar 


las peores carteras, del total de los préstamos saldrá el recupero para los ahorristas. En realidad, deberíamos hablar de patrimonio 
porque hay elementos que no son carteras, como pueden ser tarjetas en el país o en el extranjero, o edificios, aunque son de poco 
monto en el volumen general. 


Creo que se trata de que el ahorrista pierda lo menos posible -incluso que gane en alguna franja, acercándose al 100%- pero que 
todo salga del patrimonio de estos Bancos. Entonces, el Estado se quedaría con carteras malas, pero no estableciendo en la ley 
que se va a hacer cargo del 100% de todo lo que ocurrió. Ante esto me surge una primera preocupación. Supongamos que las 
cosas van bien pero no tanto como quisiéramos, y el recupero de los ahorristas -incluso el de los pequeños- no es el que 
aspiramos. Obviamente, uno puede sentirse tranquilo porque se recuperó mejor que con las reglas anteriores en la historia 
uruguaya, y si nos basamos en el Derecho Comparado, en la del mundo, ya que el recupero sería menor al 10%. Aquí se estaría 
recuperando equis cantidad, aunque no se llegue al 100%. En definitiva, el Estado hizo lo posible. Como decía, aquí me surge la 
mayor inquietud, más allá de la mecánica, de cosas que podrán simplificarse y de otras en las que deberemos tomar más 
recaudos. 


Más allá del fin loable que persigue este cambio en las reglas, puesto que se podrá recuperar más, puede darse el caso de que el 
ahorrista, una vez que pasen los primeros meses de expectativa y viendo que las cosas no fueron como deseaba, plantee que 
tenía determinadas reglas por las que, quizás, podría haber recuperado más. En ese caso estaríamos comparando lo que 
llamaríamos "el sueño" -en función del cual podría recuperar tanto- con la realidad que indica que fueron cambiadas las reglas por 
otras que no se entienden mucho, donde se crea un banco nuevo y los empleados terminan cobrando o administrando y llevando 
una parte del porcentaje de esas carteras y de ese recupero, aunque sí es cierto que se beneficia a los ahorristas de menores 
depósitos. No desconocemos que es algo voluntario y lo que se hace es canjear su cuota parte. Sin embargo, insisto, el ahorrista 
puede sentirse perjudicado por la intervención del Estado y accionar en su contra. Entonces, la mecánica establece que con el 
patrimonio actual se hará de tal o cual manera para que la gente recupere lo más posible, pero si se deja una serie de flancos que 
después sirva para que el ahorrista vaya contra el Estado, nos podríamos encontrar que alguien pudiera sentirse perjudicado, y voy 
a explicar por qué. Si el pasivo es de U$S 2.000:000.000 y hay un recupero del 40% o 50%, en muchos casos es más de lo que el 
ahorrista recibiría hoy. Lógicamente, habrá que estudiar con mucho más detalle cada artículo. Puede suceder que dentro de seis 
meses, sin las previsiones correspondientes, algunos crean que con las reglas existentes por negligencia del Banco Central se 
generaron derechos, pero con la circunstancia de la ley, con la mecánica rigurosa que tiene -aunque tenga un fin loable- se puede 
generar una situación que lleve a un ahorrista a pensar que el Estado lo perjudicó -obviamente, contrasta la realidad con la nada- y 
por un cambio de reglas va contra él por el resto o lo que falte. Entonces, quisiera saber si por parte del señor Ministro se han 
hecho consultas jurídicas -más allá del asesoramiento calificado de quienes lo acompañan- por ejemplo, a las Universidades o a 
algunos profesores del tipo de Derecho que estamos tocando, para ver si esos flancos son de la magnitud que uno cree, o 
realmente están minimizados y el riesgo es muy bajo. Digo esto, porque si saltamos de ese escalón y los riesgos jurídicos son 
menores, o realmente no los hay, entonces la mecánica funcionará y podremos ajustar detalles. Por el contrario, si esos datos no 
se han minimizado, tendremos que partir de la base de que se obtendrá lo que recuperará de las carteras con un esfuerzo muy 
grande pero, al final, el Estado "paganini" estará detrás de todo; en este caso, por partida doble, porque nosotros mismos hemos 
generado flancos adicionales, lo que ofrece fundamentos sólidos para quien quiera pleitear con el Estado. 


Esa es mi primera preocupación y quisiera saber cuáles son los recaudos que el señor Ministro y sus asesores han tomado al 
respecto, inclusive, para ver cuáles serán aquellos que pueda tomar la Comisión, a fin de pasar luego al articulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consulto al señor Ministro acerca del método que seguiremos para saber si ante cada consulta dará 
inmediata respuesta. 


SEÑOR MINISTRO.- Podríamos usar un mecanismo intermedio entre contestar pregunta por pregunta y esperar que cada señor 
Senador termine su exposición, es decir que al término de las palabras de cada orador contestaré las preguntas que formule. 


Si al señor Presidente le parece bien, contestaré las inquietudes del señor Senador Michelini y solicitaré que cada señor Senador 
que haga uso de la palabra efectúe todas las preguntas juntas para poder contestarlas una vez que finalice. De esta forma, si algo 
no queda claro se me podrá pedir alguna aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que es el mejor procedimiento. 


SEÑOR MINISTRO..- En primer lugar diría que hay dos escenarios para contestar a la preocupación del señor Senador Michelini. 
Uno de ellos es simplemente la expectativa que pueda tener un ahorrista, que podrá ir desde la expresión "pienso que no voy a 
cobrar nada" hasta "voy a cobrar todo y en efectivo". En ese tipo de expectativas entre pecho y alma seguramente hay de todo. Lo 
que está muy claro es que una vez tomada la decisión por parte del Estado, rápidamente se procederá a realizar la subasta y 
quedará determinado lo que cada uno recibirá y cómo -en qué- lo hará. Más allá del camino de días o semanas del que se 
disponga, pienso que todavía puede haber un poco más de expectativas donde se puede dar de todo. Sabemos que hay de todo, 
desde aquellos que creen que no van a recibir nada hasta los que piensan que el dinero todavía está en los Bancos y es muy difícil, 
a veces, explicar a la gente que en realidad eso no es así. 


En segundo término, respecto a las circunstancias jurídicas del Estado en este procedimiento, diría que sobre la primera parte de 
este, lo que se está haciendo es volver más rápidas y eficaces las normas de liquidación. Respecto a eso no consideramos que 
pueda haber reclamos del Estado por acto legislativo o acto administrativo. 


Asimismo, lo otro es una oferta pública, por lo que estará notoriamente diseñada para mantener valor, y aquí tampoco visualizo una 
responsabilidad. Salvo que se hable de lo que pasó antes, pero esa es otra discusión; también es cierto que en la Ley de 
Intermediación Financiera se dice que el Estado no se hace responsable por los depósitos. Como dije, esa es una discusión de lo 
que ya pasó. En cuanto a esta ley puedo afirmar que, según creo, siempre está como mejorando la posición. Es decir que si el 
Estado va a ceder su prelación, su preferencia, si va a complementar, en algunos casos cediendo sus derechos, a nuestro juicio, 
malamente se le puede reclamar. Se han hecho consultas formales, pero más que nada informales, con algunos colegas, pero 
como en la ciencia jurídica nunca se puede decir que algo es absolutamente así sin descartar nada, diría que esta arquitectura se 
ha llevado a cabo con extremo cuidado, con un largo trabajo, compartiéndola con el doctor Cajarville -que nos hace el honor de 
acompañarnos- y diversos abogados del Banco Central del Uruguay. También se efectuaron consultas informales de abogados y 
profesores que entienden de esta materia y aunque en Derecho "seguro" nunca hay nada, podríamos afirmar que se trata de un 


enorme grado de aproximación al hecho de que el Estado no sea responsable por esta ley. Es cierto que se podría discutir hacia 
atrás, pero allí también disminuye su responsabilidad desde que subroga con el depositante actual y le entrega un papel de mejor 
calidad; si el ahorrista acepta esa subrogación -hay un 99% de probabilidades de que así sea porque esto mejora sus 
circunstancias- ella también implica cualquier derecho adicional de reclamo. 


Por lo tanto se puede decir que este es un diseño que si bien no asegura que haya todos los cortafuegos posibles, cuenta por lo 
menos con todos los que la ciencia del Derecho puede instrumentar. Inclusive, una disposición que tiene algún grado de discusión 
pública, es el derecho que tendría el Banco Central -por lo menos en esta circunstancia- de expropiar las acciones del propietario 
que ha incumplido gruesamente con sus obligaciones. Como norma permanente he visto que ya han circulado varios ríos de tinta y 
seguramente eso seguirá sucediendo, pero para esta circunstancia concreta donde es claro que hay una fuerte inconducta de dos 
accionistas -lo que también refiere a su eventual vinculación a grupos económicos- el mecanismo de la expropiación de las 
acciones también tiene el diseño de erradicar, en esa discusión -donde las acciones valen menos que cero- cualquier digresión a 
propósito de la eventual situación que puedan tener los acreedores del grupo económico. A nuestro juicio y también al de nuestros 
asesores, desde el punto de vista fáctico, no habría razón para ir contra estos Bancos cuando ellos no se han beneficiado del grupo 
económico, sino que ha sucedido a la inversa: de estos Bancos se han extraído recursos a favor de los grupos económicos. La 
teoría que permite saltar las barreras de la personalidad jurídica por la teoría del grupo económico siempre parte de la base de que 
para que uno lo pueda hacer, debe ir contra una sociedad que se ha enriquecido a costillas de la que yo era acreedor. Claramente 
no es esta la circunstancia de estas instituciones porque han perdido recursos a favor del grupo económico, pero no a la inversa. 


En cualquier caso, el diseño de todas estas soluciones no es tanto para alterar la realidad sustantiva -que creo que es como la he 
explicado y es clara- sino para erradicar los procesos judiciales, que siempre se tiene derecho a hacer, en la órbita donde 
correspondan. Por lo tanto, siento que sin perjuicio de que una persona siempre puede demandar -si así lo entiende oportuno, y 
este es un país que tiene, tendrá y seguirá teniendo un Estado de Derecho que respeta absolutamente todos los procedimientos- 
creo que una de las preocupaciones centrales de quienes con su sabiduría y su profesionalismo han conformado este trabajo, era 
disminuir, hasta donde se pudiera, la proliferación de acciones judiciales. Además, si bien es un procedimiento complejo, va 
respetando la estructura básica de lo que es una liquidación y generando, en dos o tres momentos, claras muestras del uso de 
instrumentos tradicionales acorde a Derecho, como es la prorrata, la figura del liquidador y la oferta pública de los bienes. O sea 
que son instrumentos que, en determinados momentos, más allá del resto del andamiaje -porque estamos hablando de Bancos y 
todos sabemos que se trata de un tema complejo- dan un foco de luz importante para que las personas sepan cómo actuar. 


SEÑOR KORZENIAK.- Personalmente, por ahora interpreto estas sesiones como instancias para formular preguntas, por lo que 
aclaro desde ya que las interrogantes que voy a hacer no encierran ninguna propuesta ostensible, directa o indirecta. 


En primer término, planteo lo siguiente. Creo que en el conjunto de las normas iniciales relativas a las facultades del Banco Central, 
hay una que me parece muy importante y es la que refiere a la determinación de grupos económicos, tema al que se alude en el 
artículo 1%. No obstante, casi al final de ese artículo, después de darse una especie de concepto de grupo económico, se expresan 
cuáles son las facultades que el Banco Central tiene en función de haber un grupo económico, remitiéndose a dos o tres leyes, 
incisos y numerales, que acabo de revisar. Pero siempre las funciones son de contralor o control, es decir, nunca significan que ese 
grupo económico pueda tener algo que ver con alguna eventual acción resarcitoria del Estado contra el grupo económico y no 
contra un banco. Entonces, la primera pregunta que hago es si al darse esta definición se ha pensado que esto era exclusivamente 
con fines de control o si se entendió que esa definición, sumada a los principios del Derecho Comercial, según los cuales los 
directores o administradores que no cumplen la ley pueden ser responsables con sus propios patrimonios, puede servir para una 
eventual acción del Estado contra el grupo económico. Concretamente, quisiera saber si se pensó en eso o si lo que aquí se 
expresa debe interpretarse en forma literal 


En segundo lugar, voy a hacer una pregunta que en realidad ya formulé en una de las sesiones anteriores, cuando este proyecto 
fuera presentado con menos formalidad. Los acreedores de los Bancos que se tienen en cuenta son los acreedores de libros, pues 
eso fue lo que se expresó, y en un momento en que se dialogó sobre el punto, el señor Ministro aclaró -o tal vez fue el señor 
Presidente del Senado, quien estaba sentado a su lado- que eso refería concretamente al tema del Banco Montevideo y TCB. 
Puede haber algunas otras situaciones, pero se dijo que básicamente se trataba de eso. Entonces, el Ministro decía hoy que en 
esos casos en que en los libros no figura el banco debiéndole a un ahorrista porque figura un depósito en el TCB admitido, 
consentido, conocido o no conocido, se procederá conforme a Derecho; incluso hizo algunas menciones a los posibles recursos 
administrativos. No lo mencionó, pero seguramente podría haber también acciones indemnizatorias en lugar del recurso, dada la 
opción abierta que figura ahora en la Constitución. Así, pues, pregunto si en ese caso, eso quiere decir que al día de hoy el Poder 
Ejecutivo tiene el criterio de decir, por ejemplo: "en principio estos no van, salvo que por vía judicial obtengan una decisión que diga 
que sí van", o si en realidad este tema deberá ser estudiado caso por caso. 


Cito un ejemplo. Una persona colocó dinero en el Banco Montevideo; éste lo transfirió para el exterior, y le avisó, no le avisó, o le 
dijo: "Mire, venga y transfiera usted mismo, firme acá y así lo transfiere para Islas Caimán", por decir un destino. Quiere decir que 
las situaciones pueden ser varias. Entonces, quisiera saber, repito, cuál es hoy el criterio del Estado con relación a esta cuestión. 


SEÑOR MINISTRO.- En cuanto a la primera pregunta, cabe señalar que, efectivamente, el artículo 1? refiere a la posibilidad de 
supervisión -porque estamos en sede de las facultades bancocentralistas- y, además, de la prevención. En consecuencia, estamos 
hablando de la función de supervisión global y también de control del grupo económico; el ejemplo típico es la prohibición de 
prestar a una empresa vinculada, cosa que hoy ya existe, aún sin esa supervisión. En realidad, lo que ésta última permite es hacer 
más eficaz la acción preventiva, no sólo de información, sino también de control y aún de sanción por parte del Banco Central. O 
sea que lo nuevo no son las normas de sanción, sino la posibilidad de conjugar esta supervisión. 


Esto se vincula también con los poderes implícitos que de alguna manera surgen de esta norma y del propio Banco Central, de 
intercambios de informaciones y demás, que es otro de los elementos que deben considerarse en este tipo de cosas. 
Naturalmente, las demandas contra los grupos -como bien señalaba el señor Senador Korzeniak- proceden siempre que se 
demuestre que las otras partes del grupo se beneficiaron de algún incumplimiento o por otra circunstancia. Esto es normal, y va por 
derecho común. No es tanto un problema de derecho sustantivo -que existe- sino, muchas veces, de la prueba. Lo que se procura 
a través de estas normas es amplificar la posibilidad de este control global que no siempre puede hacer el Banco Central; por lo 
menos, se ha entendido oportuno que exista una norma expresa. Esto refiere también a algunos grados de intercambios de 


información o a poder utilizar los compartimientos estancos de información, inclusive hasta dentro del propio Banco Central. Me 
refiero, por ejemplo, a información sobre otras áreas de control del Banco que, de otra manera, no podrían ser consideradas. 


SEÑOR CAJARVILLE.- Quisiera señalar que lo que prevé el artículo 1% es que un banco esté integrando un grupo económico 
definido con cualquiera de los criterios que en general se admiten para definir un grupo económico. Dicho grupo eventualmente 
estaría integrado por un banco, pero también podría estarlo por una panadería, por una fábrica de tejidos, o por empresas de 
diversa índole. Entonces, lo que se prevé aquí es que el Banco Central seguirá ejerciendo sus potestades normativas, de control y 
sancionatorias -como se señala- con respecto a la entidad de intermediación financiera; es decir, no se están extendiendo esas 
potestades a que el Banco Central vaya a regular una panadería o una fábrica textil. Lo que sí se expresa es que, al ejercer sus 
potestades de regulación, de control y sancionatorias sobre la entidad de intermediación financiera, el Banco Central tendrá en 
cuenta que ese banco está integrando un grupo económico y que también hay una panadería y una fábrica textil. Ahora bien, la 
única potestad que sí se agrega, con respecto a esas otras empresas, es la de pedirles información. 


En el inciso segundo se establece que las potestades que tiene el Banco Central de pedir información a las entidades de 
intermediación financiera se extienden a las demás empresas que integran el grupo; es decir que, simplemente, se trata de la 
potestad de pedir información. Ninguna otra potestad se extiende a las otras empresas, porque sería inconcebible que el Banco 
Central ejerciera potestades de regulación o de sanción con respecto a empresas que no son ni siquiera financieras. 


SEÑOR MINISTRO.- Me gustaría aclarar que la expresión referida concretamente al TCB, por lo menos, según lo que recuerdo, no 
fue mía, aunque es notorio que ese tema está presente. En realidad, la expresión es mucho más amplia. Es decir, estamos 
trabajando con una contabilidad de Bancos que eran privados y que, si bien tenían auditoría externa privada, el Estado no está en 
condiciones de ser determinante en cuanto a si Fulano o Mengano tienen o no un derecho. El único elemento concreto que se tiene 
es la contabilidad debidamente auditada de Bancos que tuvieron fuertes problemas, o sea que nadie puede de antemano quitar, 
agregar o descalificar derechos. Por libro -es decir, la contabilidad debidamente auditada- es la única manera de hacerlo; pero, 
además, cualquiera que sienta tener derechos -no me refiero particularmente a este grupo de ahorristas que es el que más llama la 
atención, pero puede haber muchos casos- debe tener claro que se mantienen las reglas del debido proceso de lo que podría ser 
un mecanismo de liquidación o quiebra usual en lo que es la verificación de los créditos, que es un procedimiento que usualmente 
se utiliza. 


Como aquí estamos llevando a cabo un procedimiento bastante más breve, lo que decimos es que nosotros, para preservar el 
valor, tenemos que hacer todo este procedimiento, pero como no vamos a negar ninguna de las oportunidades jurídicas a ningún 
acreedor que no esté reconocido en la contabilidad y quiera hacer valer sus derechos y, por tanto, deducirlos ante el liquidador, 
vamos a dejar en los fondos cuotapartistas una reserva para que, en los casos en que de acuerdo a Derecho se demuestre tener 
mejor derecho, puedan recibir lo que les corresponde. O sea que como este es un procedimiento abreviado, esa es la base de 
trabajo, que es muy seria, ya que se trata de Bancos y, al menos, están auditados. Si aparecen estos acreedores y hacen valer su 
derecho, habrá que ver; también hay que tener presente que cada acreedor que haga valer su derecho perjudica al resto de los 
acreedores porque disminuye de su prorrata. Hay que tener claro que si en un lugar donde hay 100 reconocidos, luego aparecen 
50 más, estamos haciendo caer en un 33% lo que corresponde por prorrata a cada uno de los que ya estaban. Así que en ese 
procedimiento donde un acreedor desea incorporarse a la masa, también los que ya están en la masa van a tener derecho a 
oponerse, porque naturalmente esto los va a perjudicar. Entonces, este es un procedimiento que se hará -en este caso, no el Juez 
sino el liquidador del Banco Central- según las reglas del debido proceso, por las razones que acabo de exponer. 


SEÑOR KORZENIAK..- Está claro que el Ministro hace referencia a las reglas generales. 
SEÑOR MINISTRO.- Que se mantienen. 


SEÑOR KORZENIAK.- Sí, se mantienen, pero esto ocurre también con el ahorrista común. Estamos ante un hecho concreto y todo 
el mundo conoce lo que sucedió con este grupo de clientes del Banco Montevideo y sus depósitos. Lo que quisiera preguntar es si 
se ha dicho, por ejemplo, que en principio tales personas no van a ser consideradas acreedores de Libro, aunque después tengan 
derecho a probar si lo son o no. La regla general es obvia, pues si aparece una persona con un boleto de depósito que no 
pertenece a ningún banco relativo a esto, entonces no está en Libro y aunque lo esté, se va a descartar. Entonces, quisiera saber si 
sobre ese punto concreto, que ya es conocido, hay un criterio de antemano en cuanto a decir, por ejemplo, que a tales personas, 
figuren como figuren en los libros, se les va a pedir que prueben de alguna manera que tienen derecho. 


SEÑOR MINISTRO.- Esto surge con claridad de la regla general. No me puedo referir caso por caso pero si están, de alguna 
manera, queriendo hacer valer un derecho, parto de la base de que no lo tienen reconocido en los libros, por lo que van a tener que 
ir al procedimiento de liquidación, donde se probará o no. No tenemos otra manera de hacerlo y por eso me interesaba señalar el 
derecho de los que sí están en Libro. El Estado no podría disponer eso, porque estaría perjudicando a los otros, entonces hay que 
regirse por una regla muy clara. 


La respuesta concreta al señor Senador es que todo el que está en Libro, sí; notoriamente hay un conjunto de personas que no 
está en Libro porque, de lo contrario, no estaría generando su preocupación, que es entendible y legítima, pero nosotros no vamos 
a proponer una variación de las reglas de juego en eso. En realidad, más allá de la simplificación de procedimientos y demás, nos 
atenemos a las reglas básicas y sólo modificamos procedimientos para hacerlos más cortos y para no quedar meses detenidos 
discutiendo algo; es decir, se hace como un bolsón de discusión, se sigue para adelante y se guardan activos para atender los 
resultados de esa discusión. Entonces, lo que hacemos es alterar para no estar parados un año discutiendo quién está y quién no 
está, porque dentro de un año ya no existen activos. Efectivamente, no estamos cambiando las reglas usuales y sí modificamos el 
procedimiento para dar velocidad al mecanismo. 


Dicen que hay distintas circunstancias de ahorristas como, por ejemplo, algunos que expresan que no dieron la orden; tal vez en 
ese caso la prueba sea inversa y el banco tendrá que probar con algún documento por qué lo transfirió. Me estoy refiriendo a una 
persona que tenía el ahorro aquí, en el Banco Montevideo, y aparece con un ahorro en el TCB. Es decir, no en todos los casos será 
el ahorrista el que tendrá que probar, pues en alguna circunstancia será a la inversa y el banco tendrá que verificar con alguna 
documentación lo que hizo. Pero ese es un tema estrictamente fáctico que se deberá demostrar con todas las garantías del debido 
proceso. 


SEÑOR HEBER (Don Arturo).- El señor Ministro en su exposición tocó un tema que también hoy atiende la prensa, que es el de 
normas o facilidades que se estarían dictando para ayudar al deudor a cumplir. Nosotros poseemos alguna información al respecto 
pero, además, en el artículo 21 del proyecto se hace referencia a la compensación, si el acreedor alcanzado por el acuerdo 
colectivo de reprogramación es, a su vez, deudor de la misma institución. 


No sé si el señor Ministro tiene algún elemento para profundizar sobre este tema, pero de todas maneras me adelanto a preguntar 
si se está contemplando la posibilidad -que hasta este momento está prohibida mediante una circular de hace ya varios meses del 
Banco Central- de que los deudores del Banco Montevideo y del Banco Comercial puedan negociar con esas instituciones, por 
intermedio de la compensación, utilizando los eurobonos emitidos por esas propias instituciones. Digo esto porque, si bien está 
prohibido hasta el momento, esos bonos -en el caso del Banco Montevideo son exigibles desde junio y en el del Banco Comercial 
serán exigibles cuando se cumplan los pasos formales- permiten al deudor hacerse de un papel más barato en el mercado 
secundario, al banco rescatar su propia deuda y, eventualmente, a la nueva institución dejarla con un pasivo menor al poderse 
rescatar esos títulos en la compensación de deuda entre uno y otro. Esto, de cierta manera, pone al banco a resguardo de posibles 
juicios que ya se anuncian hacia una y otra institución. 


SEÑOR MINISTRO.- Sin adelantar el análisis del artículo 21, que es de compleja arquitectura legal, además de destacarse como 
uno de los más analizados y considerados por numerosos profesionales que intervinieron en esto, podría decir que actualmente no 
hay más remedio que establecer la prohibición por la sencilla razón que hemos intervenido desde que hay un fuerte patrimonio 
negativo. Entonces, la compensación lisa y llana por la totalidad del valor implicaría alterar los derechos de los restantes 
acreedores. En consecuencia, se requiere una norma que, una vez aprobada, habilite en estas circunstancias cierta claridad sobre 
cómo se va a poder hacer esa compensación con ciertas reglas. Como es algo complejo, pido disculpas pero en cuanto a cómo se 
llegará a realizar la compensación una vez aprobada la ley, preferiría realizar la explicación cuando estemos considerando el 
artículo. No obstante reafirmo que, si bien compartimos que es una forma de ir aligerando el problema -y es lo que deseamos- hay 
todo un tema de derechos de los restantes ahorristas que podríamos estar violentando y, por lo tanto, esa disposición del Banco 
Central se ha basado en esta consideración. 


Cuando lleguemos al artículo trataremos de realizar una explicación más pormenorizada de cómo podría funcionar más adelante 
algún grado de compensación que habilita la ley. Además, reafirmo lo dicho hace un tiempo en el sentido de que vamos a tratar de 
buscar otras normas que ayuden a cumplir estos aspectos. 


Consulto a la Mesa si en algún momento sería posible realizar un cuarto intermedio para luego introducirnos en el articulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa tiene una lista de seis Legisladores que solicitaron hacer uso de la palabra. Ya que el señor 
Ministro ha realizado esta propuesta, y si el señor Diputado Heber está de acuerdo, creo que sería bueno completar las respuestas 
sobre las orientaciones generales del proyecto y luego profundizar más cuando se considere el articulado. Es el caso del artículo 21 
que, como dijo el señor Ministro, es una de las disposiciones claves del proyecto de ley. 


En cuanto al régimen de trabajo, si el señor Ministro está de acuerdo, propondría completar las preguntas de los seis Legisladores 
que han solicitado hacer uso de la palabra y después resolver entre todos el modo de trabajo. 


SEÑOR RUBIO.- Me gustaría saber qué previsión se está haciendo en cuanto a poder disponer de las versiones taquigráficas por 
vía electrónica. No sé cuál es el tiempo que insume acceder a ellas, pero creo que cuanto más rápido mejor, porque es clave para 
entender algo tan complejo desde el punto de vista técnico. 


Si bien luego podremos plantear interrogantes más específicas cuando consideremos el articulado, quisiera tener cierta claridad 
sobre algún problema global. Me gustaría saber qué idea hay sobre la base a sustentarse porque si el patrimonio es negativo, se 
supone que no van a surgir otros interesados. También, por la explicación que se ha dado, se entiende que el Estado va a 
recuperar algo de estos fondos, por lo menos los títulos propios. Además, quisiera saber cuál es el costo global que tendría esta 
operación en términos públicos, dada la asistencia que se ha hecho hasta ahora y teniendo en cuenta lo que se podrá recuperar. 
Con referencia a los obligacionistas, ¿de qué recuperabilidad estamos hablando? ¿Cuánto podrían recuperar teniendo en cuenta 
este fondo y los montos que se manejan? En cuanto a los depositantes, entiendo la opción y qué se puede prever si las cosas 
andan bien, pero en los otros casos no tengo claro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si todos están de acuerdo, pasaríamos a un breve cuarto intermedio. 


SEÑOR MINISTRO.- Si me permiten, preferiría contestar las interrogantes del señor Senador Rubio antes de pasar a cuarto 
intermedio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, luego de la respuesta del señor Ministro pasaríamos a cuarto intermedio. 


SEÑOR MINISTRO..- En realidad, hubo un costo previo y, seguramente, los aportes de liquidez permitieron a muchos ahorristas 
retirar el dinero hasta el 29 de julio. Los costos posteriores fueron de entre U$S 240:000.000 y U$S 250:000.000 en estos tres 
Bancos, emergentes del Fondo de Estabilización Bancaria que sirvió para hacer parcialmente la entrega a los cuentacorrentistas y 
cajas de ahorro. Aprovecho la oportunidad para decir que hay algo que todos damos por bueno pero que necesitamos una 
autorización política -aunque no la legal- y es que todos partimos de la base de que no le vamos a reclamar a los 
cuentacorrentistas el dinero, pero técnicamente se tomó la precaución -para sorpresa de algunos que fueron a firmar el documento- 
de establecer que hoy lo estarían debiendo al Estado. Partimos de la base de que el Estado se va a subrogar y que se quedará con 
el derecho que ellos tendrían contra el banco. 


¿Qué se puede intentar recuperar en esos términos? Bueno, digamos que podrá quedar para el Estado alrededor del 70% de 
fondos -que si recuperamos un poco los activos y, por lo tanto, tratamos mejor a los ahorristas- quedaría en el orden de los 
seiscientos y poco nominales. En lo referente a cuánto se recupera de esos créditos de baja performance, debo decir que no lo sé, 
pero digamos que tendremos derecho a cuatrocientos y tantos millones de dólares nominales de los que rescataremos una 
cantidad equis. Al capital esencial -por decir así, U$S 60:000.000- se le sumará equis valor llave que habrá quien dirá que es 
mucho, poco o que le resta valor. Nosotros confiamos en que le agregará valor y andará bien pero, finalmente, es imposible tasarlo. 
Eso es lo que el Estado puede intentar recuperar a partir de las asistencias: las pasadas que constituyen buena parte del 


patrimonio negativo y las hechas luego de entrar en vigencia la ley actual que son del orden de los U$S 240:000.000 o 
U$S 270:000.000 aproximadamente, si incorporamos algo de moneda nacional. Creo que en los tres Bancos fusionados habría un 
total en moneda nacional de U$S 30:000.000 o U$S 40:000.000. Por lo tanto, la cifra justa que habría que devolver de las cuentas 
corrientes y cajas de ahorro estaría en los U$S 270:000.000. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a cuarto intermedio por cinco minutos. 

(Así se hace. Es la hora 12 y 14 minutos) 

(Vueltos a Sala) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la sesión. 

SEÑOR RUBIO.- Quería pedir al señor Ministro que no olvide la pregunta sobre los obligacionistas. 
SEÑOR MINISTRO..- Le agradecería que la reiterara. 


SEÑOR RUBIO.- Se ha argumentado que, en realidad, al hacer el Estado esta renuncia o canje de sus derechos a favor de los 
depositantes, para los obligacionistas la posibilidad de recuperar lo que invirtieron es prácticamente nula. Simplemente quisiera que 
se me aclarara esta situación, no en lo que tiene que ver con los aspectos jurídicos sobre eventuales reclamos -que también se han 
planteado- sino en cuanto a las previsiones desde el punto de vista financiero. 


SEÑOR MINISTRO.- En realidad, en estas circunstancias, el obligacionista recibe todo el derecho que tiene. En otras palabras, en 
una primera instancia va a recibir la misma calidad de activos y la misma prorrata de cantidad de activos que el depositante, el 
banco corresponsal o los demás acreedores. En consecuencia, su situación será distinta si su relación es con el Banco Montevideo 
o con el Banco Comercial -el Banco La Caja Obrera no tiene euronotas- según la proporción de activos y pasivos. Recibirá menos, 
la prorrata será a plazos más cortos y la tasa de interés será menor a la pactada, pero es lo que hoy podemos plantear. 


Se trata de situaciones muy complejas. En el caso del Banco Montevideo, la relación activo - pasivo es muy mala para todos. Por 
eso, frente a la intervención del señor Senador Korzeniak he dicho que el problema radica en que hay U$S 114:000.000 de 
depositantes, U$S 87:000.000 de euronotas y existe un margen poco claro de quienes eran ahorristas del Banco Montevideo que 
terminaron en el TCB, y no me refirieron al TCB directo. El Estado puede intentar, a duras penas, arrimar la diferencia que existe 
entre los U$S 114:000.000 y lo que les corresponde, que será una prorrata difícilmente mayor al 25% de activos buenos; tiene que 
ver si puede complementarlos, pero cuanto mayor sea el ingreso de ahorristas demandantes de la prorrata, menor será el monto, 
porque esto no es infinito. Ese también es el caso de las euronotas, que sacaran lo que les corresponde. 


Es más, de esta manera están más defendidos que si fuera una liquidación lisa y llana. En el caso del Banco Montevideo, en una 
liquidación lisa y llana seguramente sacarían menos del 15%, quizás un 10%. En el caso del Banco Comercial la prorrata es mejor. 
Dependiendo del manejo de los activos y si podemos recuperarlos un poco en las próximas semanas, la prorrata puede estar en el 
orden del 35%, 40% o 45% de activos buenos -en el 25% con una visión conservadora- y siempre algo más referido a los activos 
de menor calidad. Por esa razón decía que tengo la impresión de que en este caso la prorrata nunca será inferior al valor del 
mercado. Ojalá en el día de mañana pudiéramos implementar una fórmula de otra naturaleza, pero hoy los números patrimoniales 
no nos dan. Ojalá se pudiera hacer un "exchange" -como a veces ocurre- es decir, cambiar su bono por uno más largo o con una 
mayor tasa de interés, pero tratando de mantener todo o la mayor parte de su nominal. Hoy no estamos en condiciones ni siquiera 
de plantearnos esa alternativa, pero no está vedada a la nueva dirección del banco tratar de conseguirla. Repito que hoy no 
podemos plantear esta propuesta porque no tenemos capacidad patrimonial, es decir, las cifras están tan justas que no estamos en 
condiciones de sugerir otra solución, que sería inteligente, porque de ese modo preservaríamos más nominal y presionaríamos 
menos la caja del banco en los primeros años. Hoy no estamos en condiciones, pero no descarto que si se aprueba el proyecto y 
se arma el banco nuevo, su Gerencia pueda buscar acuerdos inteligentes con estas integraciones. Pienso que seguramente los 
buscará, pero hoy no puedo decirlo para no generar ningún tipo de expectativas; es bueno que esto quede claro. Es más, ni 
siquiera podemos expresar que estamos considerando esa posibilidad, porque hoy no tenemos esa condición. 


SEÑOR GALLINAL.- La comparecencia del señor Ministro en la Comisión es, sin duda, fundamental para aclarar el espíritu y la 
filosofía con la que el Gobierno llega a la implementación de una solución de estas características, sobre todo en sus grandes 
líneas y en lo que va a ser su actuación como Gobierno en el transcurso de los próximos tiempos. Sin embargo, creo que también 
es importante la presencia en Comisión del señor Presidente del Banco Central y considero que en las próximas instancias debería 
concurrir junto al señor Ministro, no sólo por lo que está sucediendo actualmente y lo que sucederá en el futuro, sino además para 
conocer su opinión en forma más minuciosa sobre muchos aspectos de este proyecto y, básicamente, sobre la solución. 


Ahora bien, quiero plantear un conjunto de preguntas que hacen precisamente a esas consideraciones de carácter general, porque 
si no conozco las respuestas correspondientes y, más aún, si ellas no quedan registradas en la versión taquigráfica, me parece que 
estaremos generando una carencia fundamental para los próximos tiempos. Se trata de ocho preguntas; el señor Ministro verá si 
las contesta ahora o si prefiere hacerlo en forma escrita, considerando que para nosotros es importante conocer las respuestas. 


La primera pregunta es la siguiente. El señor Ministro y el señor Presidente del Banco Central estuvieron en el transcurso de los 
últimos días realizando negociaciones con el Fondo Monetario Internacional, referidas básicamente a la temática de los Bancos. 
Quisiéramos conocer el alcance de esas negociaciones, saber si es que se asumió algún tipo de compromiso, aunque sea de 
carácter verbal, en la orientación de las soluciones a implementar en los próximos tiempos y si en esas conversaciones estuvieron 
incluidas las referidas no sólo a esta solución sino a otras vinculadas al sistema bancario. 


La segunda pregunta tiene que ver con el Banco de Crédito. ¿Cuándo el Gobierno va a establecer una fecha definitiva para cerrar 
las negociaciones para la posible apertura o no de dicho banco? Creo que más allá de las consideraciones que se puedan hacer al 
respecto, para nosotros, al momento de aprobar la ley, es fundamental tener un conocimiento definitivo de esa instancia, porque si 
acaso no prosperara la solución de la apertura -nosotros aspiramos a que sí- parece evidente que el Banco de Crédito recorrería el 
mismo camino que las otras tres instituciones que hoy son, en principio, el objeto de este proyecto de ley. 


La tercera pregunta es tanto o más importante que las anteriores. ¿Cómo imagina el Gobierno, para los próximos tiempos, la 
responsabilidad del Estado con respecto a los Bancos que no son de su propiedad? Teóricamente, en la vida del país, a partir de la 
Ley de Fortalecimiento Bancario y de las propias fuentes de inspiración a las que se ha referido el señor Ministro en sucesivas 
presentaciones, comienza una nueva era en la responsabilidad del Estado respecto a los Bancos que no le son propios. Queremos 
saber si esto es efectivamente así y en qué grado la solución que estamos implementando compromete la responsabilidad del 
Estado, por supuesto hacia el futuro; hacia el pasado no le puedo hacer una pregunta de esas características al señor Ministro, 
porque en todo caso hasta las propias acciones que se han iniciado o que se puedan iniciar dejarán en manos de la Justicia la 
definición de este tema. Aquí está incluido el tema de los accionistas de los Bancos Comercial, Montevideo y La Caja Obrera, y 
hasta qué punto hay una disposición del Estado de hacer valer las acciones por las responsabilidades que obviamente les 
corresponden a quienes hasta ayer tenían el manejo de estas instituciones. 


En cuarto lugar, quisiéramos saber cómo está pensada por el Gobierno, una vez aprobada la ley, la aplicación cronológica de la 
misma, y si se van a utilizar todas las facultades que allí se establecen o simplemente se pretende tener el instrumento. Uno 
imagina, leyendo el proyecto, que va a haber una expropiación de acciones, una liquidación de instituciones, una creación de 
fondos de inversión -y luego una suerte de licitación para la venta de los mismos- y una creación de un nuevo banco. Queremos 
saber si esto es efectivamente así, en qué orden se piensan utilizar estos instrumentos y cómo está pensada la gestión para ese 
período de transición. 


En quinto lugar, nos interesa saber si ya hay un compromiso de algunas corporaciones, básicamente vinculadas al Banco Mundial, 
de capitalizar esta nueva institución que se va a crear; qué grado de participación van a tener, y en qué tiempo, porque se llegó a 
hablar, incluso, que en quince días a partir de la apertura del banco, esas corporaciones estarían ya participando en su 
capitalización. 


En sexto lugar, queremos preguntar al señor Ministro sobre la presencia de la Corporación Nacional para el Desarrollo como 
tenedora de las acciones que pertenecen al Estado en la nueva institución, porque es evidente que una solución de estas 
características básicamente va a pasar, en su futuro éxito, por la confianza que la nueva institución pueda despertar en el mercado. 
En ese sentido, la presencia de la Corporación Nacional para el Desarrollo, tan cuestionada -con razón o sin ella- en los últimos 
tiempos y objeto de una Comisión Investigadora en la Cámara de Representantes, puede significar sin dudas un motivo muy fuerte 
de rechazo que no ayude a los objetivos que se plantean cuando se lleva adelante una solución de estas características. Imagino 
que el Gobierno habrá tenido en cuenta estas condicionantes en el momento en que redactó este proyecto de ley, y hay que ver 
hasta qué punto hay disposición del Gobierno a buscar una figura alternativa o está cerrado en la necesidad de que sea la 
Corporación Nacional para el Desarrollo. 


La séptima pregunta está referida al tema de los activos. Se nos había dicho -es la información que manejábamos hasta hace 
pocos días- que los activos Categorías 1, 2 y 3 de estas tres instituciones estaban aproximadamente, en su valor de tasación a 
junio de 2002, en U$S 1.480:000.000. Sin embargo, hoy se ha hablado de una cifra cercana a los U$S 1.000:000.000. Por lo tanto, 
quisiéramos saber cuál es verdaderamente el valor que en estas circunstancias se les está dando a estos activos. 


Y en octavo lugar, es evidente que desde junio de este año hasta hoy se ha dado una pérdida de valor muy importante de esos 
activos, entre otras cosas porque los Bancos suspendidos no disponen de las facultades suficientes para poder lograr acuerdos con 
sus deudores que les permitan mantener el valor de la categoría. Y mientras los Bancos suspendidos no dispongan de facultades, 
no digo para hacer negociaciones a largo plazo, pero sí de corto y mediano plazo, que les permitan mantener el valor de los 
activos, esa depreciación se va a ir incrementando en el transcurso de los próximos tiempos. Estamos hablando de la posibilidad 
de abrir el banco en febrero del año próximo, si no me equivoco, y hasta ese momento la depreciación puede ser aún mayor si no 
se les da a esos Bancos algún tipo de potestades que les permitan mantener el valor de sus activos. Asimismo también quisiera 
saber qué suerte van a correr, en el período de transición que va desde la aprobación de la ley hasta la apertura del banco -en el 
que además se va a realizar la liquidación de estas instituciones- los contratos que comprometen hoy la responsabilidad de esos 
Bancos y que les permiten tener un horizonte de actividad en el correr de los próximos tiempos. 


Estas son, entonces, las preguntas que teníamos para formular. Desde luego que no pretendemos que el señor Ministro nos las 
conteste ahora, porque además les estaríamos cercenando a los demás Legisladores la posibilidad de evacuar muchas dudas, 
pero sí es muy importante para nosotros, antes de emitir pronunciamientos en la discusión en la propia Comisión, tener una 
respuesta sobre estos puntos que son fundamentales para las decisiones que vayamos a adoptar en los próximos días. 


SEÑOR MINISTRO.- Seguramente tendremos que complementar después algún aspecto, pero vamos a tratar de responder 
brevemente la mayor parte de las inquietudes. 


En primer lugar, como es notorio, el viernes pasado fuimos a explicar el proyecto de ley. Naturalmente, todas las medidas de peso 
en la economía, desde el momento en que tenemos un programa con el Fondo, deberían ser congruentes con ese programa, lo 
que implica no comprometer nuevos aportes del Estado, no alterar la situación de estabilidad del sistema financiero, etcétera. 


En cuanto a la responsabilidad en los Bancos que no son de propiedad del Estado, la situación de los accionistas y demás, diría lo 
siguiente. Con respecto a los Bancos Montevideo, Comercial y La Caja Obrera, que son parte de este proceso de liquidación, el 
Estado no incorporaría nuevos elementos de responsabilidad. Por el contrario, estaría realizando el proceso de liquidación, que 
además, desde el momento en que se va a preservar más valor, a mi juicio, no va a generar aumentos de responsabilidad. Y en lo 
previo, diría que el Estado, con largura, ha hecho sostén de estas instituciones. Ahora bien, el caso del Banco de Crédito sí, 
naturalmente, puede dar lugar a más de una opinión, en tanto que, si bien no sucedieron las cosas que ocurrieron con los otros 
Bancos, afortunadamente, sí es cierto que el Estado tenía la mayoría de las acciones. 


Sobre el tema de los accionistas, creo que en el caso del Banco de Montevideo es muy claro: hay demandas instauradas, y hubo 
traba de embargos, por ofrecimiento del señor Fiscal, cuando empezaron las acciones de carácter penal. A esto el Ministerio de 
Economía y Finanzas y el Banco Central respondieron que procediera, y sé que los abogados del Banco Central han trabado todos 
los embargos posibles. En segundo lugar, como siempre pasa en el Estado, hicimos un llamado en el exterior, para el cual 
recibimos 62 ofertas, lo cual complica terriblemente su procesamiento. Además, se presentan algunas dificultades, porque daría la 
impresión de que los estudios, no en todos los casos, consideran poco factible rescatar los gastos, por lo que hay que analizar si el 


Estado se hará cargo o no de los mismos. Esto en cuanto a estos accionistas aunque también se manejó la facultad de expropiar 
esas facultades. 


Referido a los otros accionistas del Banco Comercial, están ejerciendo las acciones que les consagró el contrato, nosotros hemos 
recibido esa información el miércoles o jueves pasado y está siendo sometida a análisis por parte de los abogados del Ministerio de 
Economía y Finanzas, quienes están haciendo la evaluación del caso. 


En cuanto al Banco de Crédito, hace unos días se presentó un plan de negocios que no alcanzaba con los mínimos técnicamente 
razonables. Creo que los técnicos del Banco de Crédito asumieron presentar un nuevo plan de negocios. Tengo la impresión de 
que, incluso, están hablando con los funcionarios y con los ahorristas -eso lo podemos chequear- y les están notificando que ese 
plan no funciona por lo que deberían presentar uno nuevo en poco tiempo. 


Por otro lado, me llevo para la reflexión, lo manifestado por el señor Senador Gallinal en cuanto a poner una fecha final. Por más 
que hemos trabajado mucho para que las cosas lleguen a buen puerto, considero correcto fijar una fecha próxima con el fin de 
saber si el accionista está o no en condiciones de presentar un plan de negocio que dé la tranquilidad de saber que si el banco 
abre, va a poder cumplir con las normas. 


En lo que tiene que ver con el cronograma de acciones, la idea que se tiene es que si se dispone la ley y si se aprueba como está 
propuesto, la conformación de los Fondos es automática. Por lo tanto, existe un plazo de dos o tres semanas entre que se 
configura, se toman las decisiones del nuevo banco y se lanza al mercado, a partir de lo cual, oficial y formalmente, si no hubiera 
ningún tipo de inconveniente, el nuevo banco estaría en posesión jurídica de las carteras. Es probable que a partir de ese momento 
empiece a funcionar, al menos en la administración de esas carteras, con la libertad propia de un banco. De ahí, a una plena acción 
del mercado, es probable que los certificadores se tomen varias semanas más para que cuando el Banco se lance al mercado, lo 
haga con una posición adecuada para rescatar clientes. 


La idea es que la transición la hagamos con un equipo de técnicos de la Corporación, del Banco Central y alguna consultora local 
de apoyo, de tal manera de tener la total libertad como para después visitar la gestión futura del Banco. Así, todo el mundo lo puede 
hacer en pie de igualdad porque, además, francamente esta es una opción que por ahora ha demostrando ser bastante ejecutiva y 
la de menor costo. Entonces, es probable que la transición la hagamos en estos términos hasta estar en condiciones de licitar el 
banco que se va a hacer cargo de la Administración. A su vez, naturalmente que el Banco Mundial -que ha venido hace dos 
semanas- al igual que el BID, cuentan con tiempos bastante más largos. Entonces, a partir del momento en que esto se decida, 
estaremos recibiendo alguna misión de la Corporación del Banco Mundial. Los tiempos que a estas instituciones les lleva tomar 
esas decisiones son, por lo menos, de un par de meses. Como decíamos, una misión exploratoria que nos visitó hace dos o tres 
semanas se mostró con mayor ánimo de participar pero, insisto, son mecanismos de toma de decisiones por parte de organismos 
no estatales. 


Con referencia a los activos, los considerados de buena calidad, con los balances de junio, es decir, al mes anterior al cese de 
actividades, estaban en alrededor de mil doscientos y pico de millones de dólares. No recuerdo exactamente si esto es de fines de 
junio o de principios de julio pero sí sé que fue en ese entorno y allí mismo se armó la primera idea. Se realizó una intermedia 
porque se tomaron los valores de setiembre que estaban dando mil ciento cuarenta y con una visión más cercana -creo que es de 
octubre- se estaban aumentando las previsiones sobre la cartera y, por lo tanto, se estaban manejando en el entorno de mil. Es 
probable que si la hiciéramos hoy, sería todavía menor. Por ello, entiendo que al día de hoy, el Banco Central está aumentando las 
facultades de las Administradoras para llegar a esas negociaciones de recuperación de deudores a la que hacía referencia el señor 
Senador -comparto la inquietud- para evitar el deterioro que en la mayor parte de los casos estimo que es más bien contable 
porque realmente los deudores hayan perdido tanta capacidad de repago en poco tiempo. Pienso que, simplemente, cuando un 
banco está suspendido de actividades y no puede ejecutar, los deudores dejan de pagar la cuota y privilegian al banco que sí está 
funcionado, le da la chequera, etcétera. Por eso, este es un castigo contable a la cartera pero, de todas formas, entiendo que hay 
un cierto grado de opinión en el sentido de que, ampliando estas facultades -y en especial, si se procede a conformar el nuevo 
banco- rápidamente estaremos en condiciones, no sé si de llegar a los valores de junio pero, por lo menos, a algún valor intermedio 
y, por lo tanto, arrimarnos más a donde queremos estar con la nueva institución. 


Por último, en cuanto a la titularidad de la Corporación, no se nos escapa la apreciación que hacía el señor Senador y aclaramos 
que no estamos cerrados a escuchar nuevas alternativas, pero consideramos que no es fácil encontrarlas. Desde ya que es la 
Corporación, porque ha sido la que se ha utilizado antaño, lo que tiene algo bueno y algo malo. 


Lo último tiene que ver con lo que señalaba el señor Senador, y lo bueno es que, por lo menos, es un mecanismo que cuenta con 
facultades jurídicas. De todas formas, entre todos podemos pensar en una mejor solución. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Simplemente, quería trasladar al señor Ministro -y dejar la constancia correspondiente- que en los 
últimos días hemos recibido algunos planteos de pequeños ahorristas que solicitan recibir información sobre el pago de los 
intereses. Se trata, por ejemplo, de un pequeño ahorrista que tiene $ 200.000 depositados a plazo fijo en el Banco Montevideo y 
me ha manifestado que vivía de eso y de una jubilación de aproximadamente $ 1.500 por mes. Según pude comprobar a través del 
recibo que me mostró, cobraba $ 3.800 por concepto de intereses. Destaco que he tenido otros planteos similares, todos 
formulados este fin de semana. Naturalmente, el pago de intereses dependerá de la apertura del nuevo banco, pero desean saber 
si se les va a pagar los correspondientes al período que va desde la suspensión hasta la apertura. 


SEÑOR MINISTRO.- Comparto su preocupación y también he oído esa pregunta. En los cálculos globales que se hicieron no se 
consideraron los intereses de este período intermedio por la sencilla razón de que ni siquiera hay fondos para el capital y es 
necesario el subsidio del Estado. Eso no quiere decir que dependiendo de las circunstancias, el tiempo y el momento en que 
podamos abrir el banco, no podamos ver entre todos si para los pequeños ahorristas no se puede buscar una señal, por llamarla de 
alguna manera. Seguramente, la gerencia del nuevo banco estudiará este tema. A este respecto prefiero no alentar expectativas; 
una cosa son los deseos y otra lo que se puede hacer. La necesidad del ahorrista de contar con una pequeña cantidad para 
complementar su ingreso es cierta, y la prioridad es atender ese tema cuando comencemos a operar. El problema está entendido, 
se conoce, y la vía de solución sería esa. 


SEÑOR NUÑEZ.- Tenía un conjunto de preguntas muy importante que considero mejor dejar para la próxima sesión. De todos 
modos, sí quisiera plantear dos o tres aspectos que pueden tener una respuesta inmediata. Uno de ellos tiene que ver con la nueva 
licencia de banco y la elección del nombre "Nuevo Banco Comercial". Concretamente queremos conocer qué consideraciones se 
tomaron en cuenta: si fueron cuestiones de marketing, de infraestructura, de locales, razones jurídicas u otras. Por otro lado, según 
consta en algunos documentos que poseo sobre el informe de la consultora ING, se habla de la recuperación de activos 
nombrando las categorías clásicas del Banco Central: 1, 2, 3, 4 y 5. Fundamentalmente refiere a las tres primeras, pero también 
alude a parte de la categoría 4. Queremos saber cómo está esa categorización. Obviamente, como dijo el señor Ministro, en esto 
incide el paso del tiempo. 


Por último, según tengo entendido, la consultoría se expidió sobre un plan estratégico para el nuevo banco. En tal sentido, no 
sabemos si en la discusión de este proyecto de ley o en otra oportunidad podremos informarnos al respecto, a fin de determinar 
qué viabilidad tiene esta nueva institución a corto y mediano plazo. 


En definitiva, esas son las preguntas que podemos hacer en este momento. 


SEÑOR MINISTRO.- En términos técnicos, primero será una sociedad anónima que se llamará "Equis". El nombre "Banco 
Comercial" se adquiriría en subasta. Aunque nadie pueda hacer grandes apuestas en esta materia, se concluyó que el Banco 
Comercial todavía tiene valor en plaza. Cuando hice una pregunta parecida a la del señor Senador a un técnico extranjero, me 
contestó: "Dígamelo usted que es uruguayo. Para usted, ¿vale o no vale?" Realmente, me quedé pensando que tiene más valor 
que si le ponen "Banco Calamuchita". Entonces, pienso que eso deberíamos preguntárnoslo todos. De todos modos, esa fue la 
única razón para la denominación del nuevo banco. 


Con relación a la cartera 4, en principio se pretende no incorporarla porque se quiere que el banco tenga la menor cantidad de 
previsiones posible y la mejor calidad de carteras. Eso no quiere decir que no haya carteras que eran 2 ó 3 y hoy sean 4, y que las 
tratemos de rescatar para que entren como 2 ó 3. El ideal sería que sólo ingresaran carteras 1 y 2, a fin de dar la imagen de que el 
nuevo es un banco fuerte, con una cartera sana. En las presentes circunstancias de la economía, la categoría 3 parecería que no 
altera ese concepto; sin embargo, las 4 y 5 afectarían y aportarían muy poco al capital del banco teniendo en cuenta el alto 
previsionamiento que debería haber. 


Efectivamente hubo un plan de negocios que inicialmente hizo ING en su consultoría. Por su parte también lo ha hecho el Banco 
Central, pero más que un plan de negocios -en última instancia, de aprobarse la ley, el plan de negocios definitivo lo establecerá 
quien gane el llamado para administrar el banco- se trató de las pruebas. Las pruebas logran eso. Es decir que con una visión de 
un plan de negocios muy acotado y poco optimista en cuanto a la captación de nuevos clientes o de grandes volúmenes de 
depósitos se ve, más o menos, si el banco resiste en sus flujos. Ha tratado de hacer esos análisis para llegar, sin exageraciones, a 
una situación intermedia, lo cual no supone un plan de negocios en sí mismo, sino los requisitos mínimos que éste debe cumplir 
para mantener bien al banco. En efecto, hay una propuesta de ING que se desarrolló en extenso; no necesariamente será la 
definitiva porque, insisto, depende de quién gane la licitación, pero estará en el entorno. Entre otras cosas, se recomendaba utilizar 
el nombre del Banco Comercial, mantener opciones tales como la banca transaccional, la administración de créditos, la sucursal en 
el Brasil y demás, que son factores que también han hecho que el Estado no decrete la liquidación hoy porque ese tipo de activos 
caería. 


SEÑOR NUÑEZ.- ¿Se podrá conocer ese informe? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto, señor Senador. Se puede traer un resumen ejecutivo del mismo por lo menos con las ideas 
centrales. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Tengo un conjunto de preguntas, pero dada la hora y a fin de no abarcar un extenso lapso en el transcurso 
de esta sesión, me permito entregarlas por escrito a la Mesa. De ese modo se podrán incorporar a la versión taquigráfica de esta 
sesión y el señor Ministro, en la próxima sesión o cuando le parezca conveniente, las evacuará y podremos trabajar con mayor 
rapidez. No sé si es el procedimiento correcto, pero me permito sugerirlo por ser práctico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desde ya quedarán incorporadas las preguntas del señor Senador Larrañaga a la versión taquigráfica de 
esta sesión, para lo cual tomaremos las providencias del caso, las trasladaremos al señor Ministro y él verá cuándo las contesta. 


Agradecemos mucho al señor Ministro y al doctor Cajarville su presencia en esta Comisión. 
Preguntas realizadas por el señor Senador Jorge Larrañaga al señor Ministro de Economía y Finanzas, Dr. Alejandro Atchugarry. 
PREGUNTAS PARA ATCHUGARRY EN LA COMISIÓN DE HACIENDA 


1- El hecho de establecer en los artículos 9 y 10 que en caso de que Bancos que en reiteradas ocasiones incumplan con la 
normativa bancocentralista, el Banco Central podrá expropiar parte o la totalidad del paquete accionario, ¿no estaría generando un 
antecedente negativo para las nuevas instituciones que pretendan instalarse en el país? En otras palabras, no estaríamos por esta 
vía diciendo implícitamente que ante situaciones fraudulentas o extremas de otro tipo: "el Estado siempre se hará cargo". Con esto 
no pretendo necesariamente afirmar que no corresponda tomar este tipo de medidas, pero lo que veo riesgoso es el hecho de 
legislar al respecto antes de que las cosas ocurran. Un ejemplo de lo que quiero decir está dado por la supuesta impunidad que se 
le ofreció a algunos de los accionistas del Comercial y con tal precedente recientemente algún grupo económico pretendió la misma 
ventaja para hacerse cargo de uno de los Bancos hoy gestionados. 


2- En definitiva la ley, al menos los primeros dos capítulos y algunos artículos del tercero no son otra cosa que un instrumento legal. 
Al amparo de dicho instrumento se pueden llevar adelante la solución propuesta por el Poder Ejecutivo para los Bancos hoy 
suspendidos u otras. ¿No considera que podría darse la discusión y la propia votación en dos proyectos de ley separados, por un 
lado el marco legal necesario para instrumentar una salida ante crisis del sistema financiero, y por otro separado la salida 
específica? Digo esto porque muchos de los legisladores aquí presentes tal vez estén de acuerdo con el marco legal pero no con la 
salida específica. Es más, considero que ciertas normas de prudencia de parte del BCU no requerirían demasiada discusión, por el 
contrario, la salida específica de los Bancos requiere un análisis más exhaustivo y seguramente lento. 


3- ¿Al brindar potestad de liquidador al BCU podríamos incurrir en algún tipo de omisión? Apunto a lo siguiente: si un banco opera 
en plaza es porque contó con la aprobación del Poder Ejecutivo en atención a los informes favorables del BCU, durante la vida del 
Banco en cuestión el BCU lo supervisa, de ser necesario recomienda acciones tendientes a corregir irregularidades, aun más, en 
casos de mayor gravedad puede llegar a sancionarlo llegando finalmente a dictaminar su liquidación. En todo este proceso bien 
puede haber parte de responsabilidad de parte del Banco Central: puede haber supervisado mal, puede no haber tomado medidas 
en tiempo y forma, etc. o tal vez no, el BCU puede haber actuado correctamente. ¿Pero el hecho de que el propio BCU sea el 
liquidador no estaría encubriendo implícitamente responsabilidades de la propia institución? Quiero ser claro en esto para que no 
se me malinterprete, en estos momentos está funcionando una comisión en el Parlamento para evaluar los actos del BCU en los 
últimos meses y no pretendo afirmar que haya o no actuado mal, esto surgirá del informe de la comisión. A lo que voy es a que ¿no 
cabe la posibilidad de que el liquidador sea una tercera institución (ya sea privada ó pública como el Poder Judicial) con 
asesoramiento del BCU? ¿Ante situaciones extremas, quién controla que el BCU haya actuado correctamente? ¿No debiera 
legislarse al respecto? 


4- En reiteradas oportunidades en el proyecto de ley se hace referencia a que "...en todo proceso de liquidación se priorizará el 
interés de los depositantes". Obviamente que estoy de acuerdo en proteger el interés de los depositantes, pero no debiera decir 
"...se priorizará el interés de los depositantes en la medida que el mismo no erosione el interés general". A qué me refiero, en 
términos generales todos estamos de acuerdo en que la liquidación de los activos de los Bancos suspendidos lisa y llanamente no 
es la mejor de la soluciones. Y no es la mejor de las soluciones no porque por esta vía los depositantes vayan a recuperar más o 
menos que con otra solución, no es la mejor de las soluciones porque estaríamos desencadenando un proceso de quiebra en 
cadena de empresas y Bancos con cuentas y garantías cruzadas, pérdida de puestos de trabajo directos e indirectos, etc. Por tanto 
creo que si bien debemos hacer referencia al interés de los depositantes también debiéramos aclarar el interés general: no siempre 
el interés de los depositantes puede ir de la mano con el interés del resto de la sociedad. 


5- En el artículo 3 se exige que cualquier funcionario de un banco debe informar sobre "actos" irregulares o fuera de normas, y en 
caso de no hacerlo podrá ser algo así como cómplice y ser sancionado. No sería necesario por un lado ser un poco más específico 
y por otro dar un paso más. Ser más específico en cuanto al tipo (jerarquía) de funcionario. Un auxiliar puede ver o hacer cosas a 
pedido de sus superiores sin siquiera entender por qué lo hace. Mal puede este individuo denunciar que algo está fuera de normas 
cuando tal vez ni siquiera conozca las normas. Tal vez pudiera aclararse que esta norma le cabe al personal de tal puesto 
jerárquico hacia arriba. Además también podría incluirse como exigencia que este personal conozca la normativa del BCU y que 
éste último podrá a discreción realizar pruebas al personal y sancionar a los Bancos que tengan en su plantilla a funcionarios de tal 
jerarquía que la desconozcan. ¿No podría pensarse adicionalmente en incorporar responsabilidad civil y aun penal para 
funcionarios de alta gerencia que en forma justificada se demuestre que a través de sus actos una institución sufrió perjuicios 
patrimoniales graves ? 


6- Uno de los capítulos del proyecto de ley trata específicamente acerca de la salida (liquidación) de los Bancos hoy suspendidos, o 
al menos alguno de ellos. Si mal no interpreto en definitiva estos Bancos se estarían "desagregando" tanto en sus activos como 
pasivos. Se crearían fondos de recuperación de activos con las carteras "supuestamente" sanas (1 a 3) y los depósitos 
prorrateados en función del coeficiente "cartera 1 a 3 en relación a la cartera total". Estos fondos serían "licitados" y en caso de no 
existir ofertas satisfactorias serían vendidos a la nueva institución. A su vez con el resto de los activos (bienes de uso y categorías 4 
y 5) se estarían liquidando para cancelar en primer lugar el remanente de depósitos y las deudas que estas instituciones mantienen 
con la Corporación y el BCU. Deudas que para ese entonces ya habrían sido cedidas al Estado. Ahora bien, ¿estamos 
absolutamente seguros de que las categorías 1 a 3 a la fecha de suspensión son realmente la cartera sana de los Bancos 
suspendidos? Como todos sabemos a partir del 20 de junio el país cambió, y cambió más aún a partir de la suspensión de estos 
Bancos. Al día de hoy las firmas con mejores perspectivas de futuro son las exportadoras, en tanto aquellas que presentaban un 
buen desempeño antes de la crisis eran las importadoras y las dirigidas al mercado interno. Dado que aún no han transcurrido 150 
días (plazo para pasar a 4) entre la fecha de estos sucesos y hoy es razonable suponer que existan firmas bien categorizadas pero 
que en realidad tengan muy malas perspectivas de futuro. Al revés, también puede ocurrir que existan firmas mal categorizadas 
pero que en realidad son exportadoras y tienen excelentes perspectivas de futuro. Dado que la categorización se realiza en función 
del pasado, y que el nuevo banco funcionará en el futuro: ¿estamos seguros que el criterio adoptado para formar los fondos de 
recuperación de activos es el correcto? ¿No debiéramos evaluar la capacidad de repago de los clientes en virtud del nuevo 
escenario en el que estamos más que afirmarnos sobre una categorización en un país que ya no es tal ?. 


7- Retornando la pregunta anterior e hilando más fino. Más aún, tal vez me vaya un poco de tema pero creo que es una buena 
oportunidad para plantearlo. Como todos sabemos una empresa que opera con el sistema financiero y que presenta resultados 
acumulados negativos al cabo de los últimos tres ejercicios se la debe categorizar cuatro. Seguramente sea normal que un 
productor rural o exportador de pequeño y mediano porte presente resultados negativos dada la falta de competitividad observada 
en los últimos años. No obstante, y aquí vuelvo a la pregunta anterior, esta firma hoy está en mejores condiciones competitivas que 
muchas de las que obtenían ganancias en el pasado. En este escenario y bajo esta normativa, esta firma si operaba con Bancos 
hoy suspendidos va a la liquidación, por el contrario y si opera con otra institución (y aquí me voy de tema) hoy tiene seriamente 
restringida su capacidad de endeudarse por ser un "mal cliente" para un banco. Mal cliente en el entendido que el banco debe 
presionar y por tal motivo le cobra una tasa de interés diferencial y sensiblemente más alta que las de primera línea. Con esto por 
un lado pretendo ejemplificar acerca del error de formar los fondos de recuperación en virtud de la categorización pasada y a su 
vez plantear la necesidad de rever algunos criterios de calificación de riesgo. Estoy seguro que por esta vía podríamos estar de 
alguna manera generando desde la normativa bancocentralista un esquema más favorable para reactivar la economía. ¿No sería 
este proyecto de ley una buena oportunidad para incorporar estas correcciones? 


8- El proyecto especifica que los pasivos que los Bancos suspendidos mantienen con el BCU y la Corporación Nacional para el 
Desarrollo serán cedidos al Estado. Con respecto a la Corporación esta cesión viene a cancelar los préstamos que oportunamente 
el Estado le otorgó a la misma y por tanto las cuentas quedan en cero entre ambas instituciones, reservándose el Estado un 
derecho contra las instituciones hoy suspendidas. Con relación al BCU la situación es diferente, el Estado asume un pasivo con el 
Banco Central y a su vez un activo contra los Bancos hoy suspendidos. Ahora bien, más adelante la ley establece que estos 
préstamos podrán ser "condonados" por el Estado a los efectos de favorecer a ciertos depositantes o categorías de depositantes. 
Aquí nos surge una primera pregunta, en caso de utilizar a tales fines los créditos cedidos por el BCU el Estado continuará 
manteniendo un pasivo con esta institución y por tanto deberá ser cancelado en el futuro: ¿de dónde provendrán los recursos para 
que el Estado cancele su pasivo con el BCU en el entendido de que pudo haber condonado parte de sus derechos contra los 


Bancos en liquidación? Más adelante se menciona que el Estado podrá prestar dinero a la Corporación para el Desarrollo a los 
efectos de que ésta adquiera los "fondos de recuperación de activos". Aquí surge una segunda pregunta, el Estado dará un 
préstamo a la Corporación para que ésta compre, fondos a los Bancos gestionados, cuando a su vez el Estado tiene un derecho 
contra dichos Bancos: ¿la Corporación estaría comprando los fondos de recuperación de activos al precio de la asistencia 
financiera que el Estado le proporcionó a los Bancos hoy suspendidos? En caso de no ser así, o sea, de ser el valor de los fondos 
mayor al de la asistencia: ¿de dónde provendrán los recursos para pagar? ¿con esta modalidad se pretende dar liquidez al nuevo 
banco? En caso contrario, de ser menor el valor de los fondos al de la asistencia ¿el derecho restante del Estado contra los Bancos 
gestionados se utilizará para capitalizar a la institución volviendo a ceder estos derechos a la Corporación para el desarrollo? 


9- Tal vez el Ministro no esté en condiciones de responderme esto ahora, pero entenderá la necesidad de solicitárselo. A los efectos 
de que nuestro sector evalúe más detenidamente la viabilidad del nuevo banco estaríamos requiriendo: el plan de negocios; un 
detalle de la cartera en lo relativo a montos, número de clientes y composición por monedas por categoría de deudor; detalle de 
montos, plazos y tasas de interés de los pasivos (obviamente no los nombres), valuación del activo fijo a valores de mercado y de 
remate, valuación de las garantías de los deudores a valores de mercado y de remate, detallados por categorías; costos operativos 
estimados discriminando costos salariales (retribuciones y cargas sociales), amortizaciones, y gastos operativos; posición en 
moneda extranjera; patrimonio y su composición; y disponible (discriminando según grado de liquidez: billetes y monedas, 
depósitos en el sistema financiero, valores públicos valuados a valores de mercado, etc.). Asimismo y con la reserva del caso nos 
gustaría de ser posible acceder a un resumen de las proyecciones realizadas para los diferentes escenarios y los supuestos que 
las sustentan. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 


(Así se hace. Es la hora 13 y 5 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


